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(Sin corregir) 


PRESIDEN: Señores Representantes Álvaro Delgado, Vicepresidente y Felipe Carballo (ad hoc). 
MIEMBROS: — Señores Representantes Julio Battistoni y Walter Verri. 


DELEGADO 
DE SECTOR: Señor Representante Hermes Toledo Antúnez. 


INVITADOS: Por la Cátedra de Derecho Constitucional de la Universidad de la República y Facultad de 
Derecho de la Universidad de la Empresa, doctor Ruben Correa Freitas. 


Por el Ministerio de Educación y Cultura, Ing. Ricardo Ehrlich, Ministro; señores Pablo 
Álvarez, Director General de Secretaría; Hugo Achugar, Director de Cultura y señoras 
Virginia Martínez, Directora de Televisión Nacional del Uruguay; Adriana González, 
Directora del Instituto del Cine y Audiovisual del Uruguay y señor Sergio Sacomani, 
Director de Radios del SODRE. 


Por RedesUy, señor Humberto Demarco, Presidente y señora Camila Nogueira. 


Por la Asociación de Padres y Amigos de Sordos del Uruguay, señoras Adriana Riotorto, 
Presidenta; Patricia Díaz, Vicepresidenta y señor Omar Pereira De Souza. 


SEÑOR PRESIDENTE (Delgado).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Con respecto al proyecto relativo al Registro Nacional de Industrializadores y Comercializadores de Cobre, 
habíamos recibido a varias instituciones: a la principal empresa exportadora de cobre, Werba, que exporta 
casi el 80% del cobre del Uruguay, a la Dirección de Industrias, a la Dirección Nacional de Aduanas y al 
Ministerio del Interior. 


Como la Dirección Nacional de Aduanas sugirió algunas modificaciones, Werba envió una nota a la 
Comisión señalando que algunas de esas propuestas complicarían el trámite de exportación vigente y solicita 
una entrevista para explicar esto personalmente. 


Si bien no sé qué opina el resto de los legisladores, me parece que, teniendo en cuenta los inconvenientes que 
el tratamiento de este proyecto ha tenido en otros ámbitos y dado que hubo circunstancias que no se 
previeron -de las que nos dimos cuenta cuando citamos a algunas delegaciones en esta Cámara-, 
procederíamos a otorgarle una entrevista de unos quince minutos a fin de que Werba -reitero, empresa 
exportadora de casi el 80% del cobre que se exporta- pueda brindar las explicaciones del caso. 


(Apoyados) 
———Luego de esa instancia, resolveríamos respecto del proyecto de ley. 


Por otra parte, me voy a referir al sector de peinadurías de lana. No sé si ya lo habíamos recibido en este 
Período, aunque sí recuerdo que lo hicimos en el pasado. Es un sector que está teniendo grandes problemas 
vinculados a la pérdida de competitividad. Hay un gran aumento de la exportación de la lana en estado 
natural o lana sucia. 


En definitiva, el sector está haciendo la presentación de su situación en distintos ámbitos, la que incluye 
cierre de empresas, seguros de desempleo y amenazas en el horizonte. 


Si están de acuerdo y fiel a lo que ha sido el estilo de esta Comisión, estaríamos coordinando también para 
recibir al sector de peinaduría de lanas en una fecha a coordinar. 


Por último, cabe señalar que ya fue repartido el documento con los comentarios de la Ursec al proyecto de 
comunicación audiovisual, tal como se había acordado en su comparecencia, más allá de que, como se 
recordaba, quedaron en venir nuevamente. Seguramente, ello se concrete una vez que esté más cerrada la 
lista de delegaciones. 


Siguiendo con el orden del día, corresponde recibir al doctor Ruben Correa Freitas, Decano de la Facultad de 
Ciencias Jurídicas de la Universidad de la Empresa y profesor de Derecho Constitucional y Derecho 
Administrativo. 


Rercordarán que cuando vino acompañando a la empresa Direct TV, planteó posibles inconstitucionalidades a 


la ley. Esto se enmarca en una serie de consultas a varios especialistas que la Comisión va a hacer a nivel 
académico, tanto en materia de Derecho Administrativo como Constitucional. 


(Ingresa a Sala el doctor Ruben Correa Freitas) 


Es un gusto recibir al doctor Ruben Correa Freitas, Decano de la Facultad de Ciencias Jurídicas de la 
Universidad de la Empresa y Catedrático de Derecho Constitucional. 


Cuando usted asistió acompañando a la delegación de Direct TV, planteó someramente una serie de 
inconstitucionalidades del proyecto y quedamos en hablar específicamente de este tema. 


Comenzamos con usted una ronda de consultas a varios académicos, sobre todo en Derecho Constitucional y 
Administrativo sobre algunos problemas que el proyecto pueda tener en estas áreas. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Agradezco a la Comisión que me haya invitado para analizar el 
proyecto de ley relativo a los Servicios de Comunicación Audiovisual. 


Indudablemente, este es un proyecto muy complejo y extenso. 


En su momento, se me hizo una consulta sobre el artículo 46 del proyecto, que fue respondida por escrito, 
documento que ya tiene la Comisión. Por ende, no voy a hacer referencia a ese tema, que ya está en 
conocimiento de los legisladores. 


En el día de hoy vengo como Decano de la Facultad de Ciencias Jurídicas de la Universidad de la Empresa y 
como profesor de Derecho Constitucional y Derecho Administrativo. En ese sentido, si la Comisión está de 
acuerdo, voy a hacer un análisis de carácter general del proyecto de ley y a señalar algunos aspectos que me 
parecen importantes. 


Antes que nada, debo destacar que comparto los argumentos que hace el Poder Ejecutivo en su exposición de 
motivos cuando dice que el proyecto tiene como objetivo regular los servicios de radio, televisión y otros 
servicios de comunicación audiovisual. Plantea un abordaje integral del sector a efectos de cubrir los vacíos 
legales existentes, estableciendo reglas claras que permitan generar un sistema de medios audiovisuales 
armónico, con una competencia equilibrada y justa entre los operadores. 


Luego quiero destacar que, en la exposición de motivos, establece la naturaleza de los servicios de 
comunicación audiovisual en tanto servicios culturales, de índole económica como cultural de carácter 
estratégico para el desarrollo nacional. Asimismo, dispone que los mismos son de interés público por lo que 
es deber del Estado asegurar el acceso universal a los mismos, contribuyendo, de esta forma, a la libertad de 
información, la inclusión social, la no discriminación, la promoción de la diversidad cultural, la educación y 
el esparcimiento. 


Ingresando al análisis del articulado, un primer aspecto que me llama la atención -y entiendo que de alguna 
manera contradice el espíritu del proyecto de ley- es que se deja fuera de la regulación nada menos que a los 
servicios de Internet. 


Creo que debería analizarse con mayor profundidad este tema porque, como es sabido, hoy en día Internet 
tiene una importancia fundamental. El proyecto de ley regula, restringe y limita los servicios de 
comunicación audiovisual, pero no hace lo mismo con respecto a Internet. Como sabemos, hoy tienen mucha 
más importancia los servicios que brinda Internet -y seguramente tendrán aún más en el futuro-: la 
información que se baja por este medio y la comunicación permanente que entablan los jóvenes y los niños. 
Tanto es así que sin ninguna duda en el futuro, la televisión tal como la conocemos hoy en día será superada 
por los servicios de Internet. Entonces, creo que al no regular o al dejar de lado Internet, de alguna manera 
está fracasando el objetivo que persigue el Gobierno, el Poder Ejecutivo, con este proyecto de ley. Me refiero 
a las preocupaciones que se reflejan en la propia iniciativa en cuanto a la protección de los niños, niñas y 
adolescentes. 


El artículo 7” del proyecto en consideración establece el alcance y los límites de la potestad regulatoria del 
Estado. Dice así: "La potestad del Estado de regular los servicios de comunicación audiovisual debe 
entenderse en el marco de su obligación de garantizar, proteger y promover el derecho a la libertad de 
expresión en condiciones de igualdad y sin discriminación, así como el derecho de la sociedad a conocer todo 
tipo de informaciones e ideas. El ejercicio de las facultades del Estado frente a los medios de comunicación 
debe hacer posible el más amplio, libre e independiente ejercicio de la libertad de expresión y nunca será 
utilizado como una forma de censura indirecta". Yo estoy totalmente de acuerdo con esta disposición: no hay 
objeciones; todo lo contrario. Sin embargo, cuando analizamos otras disposiciones del proyecto, advertimos 
que se contradicen con esta norma. 


Otra disposición que comparto en todos sus términos es la del artículo 29, con respecto al deber de 
promoción que expresa: "Reconociendo la importante función que desempeñan los medios de comunicación, 
en especial los servicios de comunicación audiovisual, para el efectivo ejercicio de los derechos de los niños, 
niñas y adolescentes, entre otras acciones el Estado, en particular a través del Consejo de Comunicación 
Audiovisual y la Dirección Nacional de Telecomunicaciones y Servicios de Comunicación Audiovisual del 
Ministerio de Industria, Energía y Minería: a) Incentivará a los medios a difundir programas y servicios que 
tengan por finalidad promover su bienestar social, espiritual y moral y su salud física y mental.- b) Impulsará 
su participación en los medios de comunicación.- c) Desarrollará planes de educación para los medios", 
etcétera. 


En lo que me es personal, comparto totalmente este artículo 29 y creo que va en buena línea con el proyecto. 


En cambio, el problema radica en el artículo 31, "Horarios de protección", en el artículo 32, "Publicidad 
dirigida a niños, niñas y adolescentes" y en el artículo 33, "Publicidad protagonizada por niños, niñas y 
adolescentes". Creo que estas tres disposiciones limitan o restringen la libertad de expresión del pensamiento 
y la libertad de información consagrada por el artículo 29 de la Constitución de la República. 


El artículo 31 determina: "Establécese el horario de protección a niños, niñas y adolescentes todos los días de 
la semana desde las 6:00 a las 22:00 horas", fijando un lapso sumamente extenso. Durante ese tiempo -sigue 
más adelante-, "Sin perjuicio de la información de los hechos, la programación emitida durante el horario de 
protección a niños, niñas y adolescentes no deberá incluir (...)" y se establece una larga lista que, a mi juicio, 


limita y restringe el derecho a la libertad de expresión de los medios de comunicación -radio y televisión- y la 
libertad de información. Me pregunto cuál es el alcance de esta disposición tan restrictiva. Ya dijimos que no 
alcanza a Internet; o sea que bastará con no mirar los programas en la televisión o no escuchar la radio, e ir a 
Internet para conseguir esos contenidos, también a través de las redes sociales como "Facebook" y "Twitter". 
Y lo que es más grave: ¿qué va a pasar con toda la información que viene de los canales internacionales? 
Pensemos en la televisión española, la brasileña, la argentina, la chilena, la italiana, la francesa, etcétera: ¿se 
va a aplicar esta misma disposición? Entre las 6 y 22 horas, ¿operará esta restricción? 


Por tanto, hay que analizar este tema con mayor profundidad en la medida en que, reitero, considero que los 
artículos 31, 32 y 33 violan el artículo 29 de la Constitución de la República. Obviamente, la 
inconstitucionalidad es un tema que decide la Suprema Corte de Justicia a través de la declaración de 
inconstitucionalidad de las leyes pero, a mi juicio, es claro que todas estas normas son claramente 
restrictivas, limitativas y que, en definitiva, afectan la libertad de expresión del pensamiento y, nada menos, 
el derecho a la libertad de información. 


En conclusión, sin perjuicio de que hay que lograr esa protección a los niños, niñas y adolescentes, es preciso 
buscar la forma para no afectar, limitar y restringir la libertad de información y de expresión del pensamiento. 


En cuanto al capítulo que refiere a los monopolios y los oligopolios, el artículo 42 del proyecto de ley tiene 
una disposición que es compartible cuando dice: "Los monopolios u oligopolios en la propiedad y control de 
los servicios de comunicación audiovisual conspiran contra la democracia al restringir la pluralidad y 
diversidad que asegura el pleno ejercicio del derecho a la información de las personas. Es deber del Estado 
instrumentar medidas adecuadas para impedir o limitar la formación de monopolios y oligopolios privados, 
así como establecer mecanismos para su control". Esta disposición, tal como está redactada, es perfectamente 
compartible. Ahora bien, este propósito del legislador es contradictorio cuando se le concede a Antel el 
monopolio del servicio de Internet y, además, se le da un importante monopolio al Sistema Nacional de 
Radio y Televisión Pública por el artículo 81 del proyecto de ley. Por eso, reitero que a mi juicio el 

artículo 42 -que, insisto, es una muy buena disposición- es contradictorio con la concesión de hecho del 
monopolio a Antel y al mencionado Sistema. 


El otro planteo de este informe es el diseño institucional. En el diseño institucional, concretamente en el 
artículo 58, se establece que se crea, como órgano desconcentrado del Poder Ejecutivo, el Consejo de 
Comunicación Audiovisual. 


Este Consejo de Comunicación Audiovisual, de acuerdo con el artículo 62 del proyecto de ley, funcionará en 
el ámbito de la Comisión de Planeamiento y Presupuesto, literal O) de las Disposiciones Transitorias y 
Especiales de la Constitución de la República, y actuará con autonomía técnica. Se comunicará con el Poder 
Ejecutivo -según el artículo 62- a través del Ministerio de Industria, Energía y Minería. 


Acá nos encontramos con varios problemas de constitucionalidad. Primero, el hecho de que se ubique el 
Consejo de Comunicación Audiovisual en el ámbito de la Comisión de Planeamiento y Presupuesto conforme 
al literal O) de las Disposiciones Transitorias y Especiales, a mi juicio, tiene un primer problema que es que 
la Oficina de Planeamiento y Presupuesto no tiene competencia en los servicios de comunicación 
audiovisual. El Constituyente creó la Oficina de Planeamiento y Presupuesto como un órgano asesor del 
Poder Ejecutivo, con competencias en relación al Presupuesto y al Planeamiento. De acuerdo con el 

artículo 214 de la Constitución de la República, la Oficina de Planeamiento y Presupuesto es el organismo 
que asesora preceptivamente al Poder Ejecutivo en los proyectos de ley de Presupuesto y Rendición de 
Cuentas. Este es un primer aspecto que debemos observar en cuanto a la ubicación institucional del Consejo 
de Comunicación Audiovisual en el ámbito de la Comisión de Planeamiento y Presupuesto. 


El segundo aspecto a tener en cuenta es que la Oficina de Planeamiento y Presupuesto es un órgano asesor 
del Poder Ejecutivo y, de acuerdo a derecho y a la Constitución de la República, no parece adecuado que se 
ubique un organismo que es de activo, un órgano de ejecución, de dirección, en la órbita de una Oficina que 
es asesora del Poder Ejecutivo. 


Más aún, hay otro problema. El proyecto de ley prevé que el Consejo de Comunicación Audiovisual se 
comunicará con el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Industria, Energía y Minería. Me parece que acá 
hay un grave error. No sé si fue por inadvertencia, pero es imposible técnicamente, orgánicamente, que un 
organismo que está ubicado en la órbita de la Comisión de Planeamiento y Presupuesto, se comunique con el 


Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Industria, Energía y Minería. Acá, evidentemente, hubo un error o 
una inadvertencia. Es absolutamente imposible la solución, que prevé el artículo 62 desde el punto de vista 
constitucional, institucional y orgánico. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Usted señala que hay un Consejo que se crea por ley, que supuestamente está 
en la órbita de la OPP, pero esta Oficina, en realidad, no tiene competencias para atender esa temática. 
Además, se da la paradoja de que este Consejo depende de la OPP, pero se comunica al Poder 
Ejecutivo vía Ministerio de Industria, Energía y Minería. ¿Esa es la contradicción que usted está 
manejando? 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Eso es lo que señala el inciso segundo del artículo 62 de proyecto de ley 
de Servicios de Comunicación Audiovisual. Señala lo siguiente: "El Consejo de Comunicación 
Audiovisual funcionará en el ámbito de la Comisión de Planeamiento y Presupuesto -literal O) de las 
Disposiciones Transitorias y Especiales de la Constitución de la República- y actuará con autonomía 
técnica.- Se comunicará con el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Industria, Energía y 
Minería". Sinceramente, no me explico cuál es la razón. Supongo que quienes redactaron el proyecto 
de ley lo habrán explicado a la Comisión pero sí debo advertir que este es un grave error técnico que 
tiene esta disposición 


Acá hay dos problemas. Primero, la inconstitucionalidad por la ubicación del Consejo de Comunicación 
Audiovisual en el ámbito de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Segundo, más grave aún, es que se 
ubique institucionalmente -supongamos que políticamente el Parlamento decida que esté la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto- pero es imposible que se comunique con el Poder Ejecutivo a través del 
Ministerio de Industria, Energía y Minería. Se debería comunicar, directamente, a través de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto. 


SEÑOR VERRI.- ¿Cuándo hablamos de Comisión de Planeamiento y Presupuesto estamos hablando 
de Oficina de Planeamiento y Presupuesto? 


SEÑOR CORREA FREITAS.- El jerarca de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto no es el 
Director de la Oficina sino que es la Comisión de Planeamiento y Presupuesto. En la práctica, desde 
1967 hasta la fecha, nunca funcionó la Comisión de Planeamiento y Presupuesto. De alguna manera, 
nos olvidamos de que el jerarca de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto no es el Director, es la 
Comisión de Planeamiento y Presupuesto previstas en el literal O) de las Disposiciones Transitorias y 
Especiales de la Constitución de la República. 


Recuerdo que allá por el año 1995, el entonces Director de la OPP, contador Ariel Davrieux, quiso instalarla 
y quiso que funcionara y nunca se logró. Insisto: el jerarca de la OPP no es el Director de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, es la Comisión de Planeamiento y Presupuesto. 


Quiero señalar lo que expresa la Constitución sobre este tema en el inciso primero del artículo 230: "Habrá 
una Oficina de Planeamiento y Presupuesto que dependerá directamente de la Presidencia de la República. 
Estará dirigida por una Comisión integrada con representantes de los Ministros vinculados al desarrollo y por 
un Director designado por el Presidente de la República que la presidirá". O sea que la Constitución es clara: 
el jerarca de la OPP es la Comisión de Planeamiento y Presupuesto que preside el Director de la OPP. En los 
hechos, en la práctica, nunca funcionó esta Comisión y el jerarca es solamente el Director de la OPP. 


En definitiva, el proyecto de ley que estamos analizando lo que hace es ubicar al Consejo de Comunicación 
Audiovisual dentro de la órbita de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


SEÑOR VERRLI.- ¿Esta es una forma de escapar al contralor parlamentario al ubicarlo en un lugar 
donde tiene rango de Ministerio pero no tiene responsabilidades políticas? 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Sin ninguna duda, estas son las objeciones que desde hace mucho 
tiempo se vienen haciendo. Cuando asistí a la sesión anterior recordaba el discurso del ex Presidente, 
doctor Tabaré Vázquez, del 1” de marzo en la explanada del Palacio Legislativo, cuando anunció que 


una de las primeras decisiones de su Gobierno, que comenzó el 1” de marzo del año 2005, era 
justamente limitar o restringir las enormes potestades que había adquirido la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto. Esta es una crítica que siempre se ha hecho. 


Naturalmente, en la medida en que se quiera ubicar determinadas competencias en el ámbito de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto o en el de la Oficina Nacional del Servicio Civil, sin duda, cualquiera de los dos 
Directores no tienen responsabilidad política. Pueden ser convocados a Comisión, eso no hay duda, pero no 
tienen responsabilidad política. A diferencia de los Ministros de Estado, no pueden ser censurados 
políticamente de acuerdo con los artículos 147 y 148 de la Constitución. 


Quiero agregar otro tema jurídico. La Comisión me ha llamado para informar técnica y jurídicamente este 
tema. El artículo 62 en uno de sus incisos establece: "Sus actos administrativos podrán ser recurridos de 
conformidad con lo que disponen los artículos 317 y concordantes de la Constitución de la República y 
artículo 4 y concordantes de la Ley_N* 15.869, de 22 de junio de 1987". Acá nos planteamos el problema. 
Indudablemente, corresponderían los recursos de revocación ante el Consejo de Comunicación Audiovisual y 
subsidiario jerárquico ante el Poder Ejecutivo. Aclaro que el jerarca máximo del sistema es el Poder 
Ejecutivo. Pero, ¿cuál es el problema? La Oficina de Planeamiento y Presupuesto de acuerdo con la 
Constitución, depende del Presidente de la República. El Presidente de la República o la Presidencia es un 
órgano del Poder Ejecutivo. El jerarca del Poder Ejecutivo no es el Presidente de la República -esto también 
hay que aclararlo; quizá al Presidente de la República no le agrade lo que digo-, constitucionalmente, es el 
Poder Ejecutivo, aunque parezca una contradicción. En la Constitución uruguaya, el órgano jerarca del 
sistema orgánico, Poder Ejecutivo, es el Poder Ejecutivo. Y ¿cómo se integra el Poder Ejecutivo? Por el 
Presidente de la República actuando con el Ministro o Ministros respectivos, o el Presidente de la República 
actuando con el Consejo de Ministros. Esto es lo que establecen los artículo 149 y 168 de la Constitución. 


Acá entra el problema que tenemos que analizar. ¿Qué recursos corresponden? Recursos de revocación ante 
el Consejo de Comunicación Audiovisual y subsidiario jerárquico ante el Presidente de la República o, en su 
defecto, recurso de revocación ante el Consejo de Comunicación Audiovisual y subsidiario jerárquico ante el 
Poder Ejecutivo. El primer aspecto que hay que solucionar es la dependencia jerárquica, que no debería estar 
ubicada dentro de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Indudablemente, estos son algunos temas 
complejos y este artículo 62 me ha quitado el sueño. 


Otra observación tiene que ver, concretamente, con las competencias que se le otorgan al Consejo de 
Comunicación Audiovisual en el literal k) del artículo 61. Me preocupa mucho este literal que dice: "Dictar 
normas e instrucciones particulares sobre el funcionamiento de los servicios comprendidos en su 
competencia, con arreglo a lo establecido por las políticas sectoriales y los objetivos enunciados en la 
presente ley, pudiendo requerir a los prestadores públicos y privados información que sea relevante para el 
cumplimiento de sus fines". 


Creo que esta competencia de dictar normas e instrucciones particulares puede afectar gravemente el derecho 
a la libertad de expresión de pensamiento, de información y, también, de industria y comercio. Pienso que 
esta es una competencia que debe estar en manos del Poder Ejecutivo y no del Consejo de Comunicación 
Audiovisual; es una competencia demasiado amplia. 


Toda limitación o restricción a una libertad -de expresión, de pensamiento, de información o de industria y 
comercio, etcétera- debe ser establecida por ley. Entonces, me preocupa mucho que se asigne como 
competencia a un órgano subordinado del Poder Ejecutivo la limitación o restricción de esos derechos. 


Otro aspecto al que me quiero referir tiene que ver con la designación de los miembros de la Comisión. El 
artículo 65 establece. "De los 5 (cinco) miembros de la Comisión, 3 (tres), incluyendo el presidente, serán 
designados por el Presidente de la República en acuerdo con el Consejo de Ministros, previa venia de la 
Cámara de Senadores, otorgada sobre propuesta motivada en las condiciones personales, funcionales y 
técnicas, por un número de votos equivalente a 2/3 (dos tercios) de los integrantes de dicha Cámara.- De los 
restantes, uno será delegado del Ministerio de Industria, Energía y Minería y el otro del Ministerio de 
Educación y Cultura". En definitiva, los cinco miembros son ciudadanos de confianza del Poder Ejecutivo. 
Creo que, tratándose de un órgano de tanta importancia y que tiene que ver nada menos que con la libertad de 
expresión y de información, y con los servicios de comunicación audiovisual, no es conveniente esta 
solución. Considero que habría que pensar en una solución diferente en la que intervenga, por ejemplo, la 


Asamblea General. Pienso que esta fórmula le da toda la competencia al Poder Ejecutivo, y si se quieren 
fortalecer las garantías y llevar adelante lo que dice la exposición de motivos y los primeros artículos de este 
proyecto de ley en cuanto a fomentar la libertad de expresión y de información, habría que pensar en una 
fórmula distinta. Sugiero pensar que por lo menos algunos de los integrantes -si no todos los miembros- sean 
designados por la Asamblea General. 


Otro punto al que quiero referirme es el relacionado con el Ombudsman, que figura en el artículo 74 y 
siguientes. Dicho artículo dice: "Institúyese el Ombudsman de los Servicios de Comunicación Audiovisual 
con el cometido de defender y promover los derechos de las personas reconocidos en esta ley". 


Todo este Capítulo IV del proyecto de ley me parece muy bueno. Creo que es adecuada esta solución de que 
haya un defensor del pueblo, pero hay algunas cosas que me llaman a la reflexión, y las quiero compartir con 
los señores miembros de la Comisión. Como todos sabemos, la denominación "ombudsman" viene de Suecia 
y, según la traducción literal, significa hombre que da trámite. "Ombudsman" no es una expresión que haya 
sido utilizada en las Constituciones ni en las legislaciones de los países de habla hispana -me refiero a los de 
América Latina y España- donde habitualmente se utiliza la expresión "defensor del pueblo". En Francia se 
habla de "mediador" -"médiateur"-, y en Inglaterra se refieren a este instituto como el "comisionado 
parlamentario", expresión que Uruguay ha utilizado para el sistema carcelario. No sé por qué quienes 
redactaron el proyecto de ley no utilizaron la denominación "defensor del pueblo" o, por lo menos, "defensor 
de los servicios de comunicación audiovisual". 


Reitero que creo que es muy bueno todo este Capítulo del proyecto; sin embargo, no estoy de acuerdo con la 
solución del artículo 78, que dice: "Los cometidos y atribuciones del Ombudsman serán ejercidos por la 
Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo, creada por la Ley _N” 18.446 de 24 de 
diciembre de 2008 ". Creo que el Parlamento está haciendo un esfuerzo por aprobar un proyecto de ley de 
mucha importancia y significación, que es muy extenso y complejo, pero considero que la Institución 
Nacional de Derechos Humanos no está especializada en este tema. Es bueno que haya un "ombudsman" o 
un comisionado parlamentario para los servicios de comunicación audiovisual, pero debería ser alguien 
designado por la Asamblea General, especializado en estos temas. Honestamente y con el mayor respeto, creo 
que los servicios de comunicación audiovisual no son la especialidad de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos. Aun manteniendo esta denominación de "ombudsman" -si así lo decide el Parlamento-, creo que 
habría que aprovechar la oportunidad para designar un ciudadano o ciudadana elegido por la Asamblea 
General, que sea especializado en estos temas, porque contribuiría mucho a dar transparencia al sistema. 


Este Capítulo IV es, quizás, lo mejor que contenga este proyecto de ley, con las observaciones que he 
formulado. 


El artículo 94 del proyecto de ley tiene que ver con el Proyecto Comunicacional. En ese artículo nos 
encontramos con otra restricción a la libertad de expresión y, sobre todo, a la libertad de industria y comercio. 


Finalmente, quisiera hacer mención al artículo 142, por el que se crea el Sistema Nacional de Radio y 
Televisión Público del Uruguay como persona pública no estatal. 


Nos encontramos con una institucionalidad muy compleja de este proyecto de ley. Allí vemos que tenemos 
diversos órganos: el Consejo de Comunicación Audiovisual, la Comisión Honoraria Asesora de Servicios de 
Comunicación Audiovisual y el Sistema Nacional de Radio y Televisión Público del Uruguay. El Consejo de 
Comunicación Audiovisual es un órgano desconcentrado, en la órbita de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto; el Sistema Nacional de Radio y Televisión Público del Uruguay es una persona pública no 
estatal. Todos sabemos que las personas públicas no estatales han tenido diversas evoluciones en nuestro 
derecho. Desde que aparecieron en Uruguay, en el año 1925, hasta la fecha ha habido distintas etapas. Una de 
las etapas fue en la década del sesenta, con la creación de diversas personas públicas no estatales dedicadas, 
fundamentalmente, a los seguros de desempleo y a los seguros de salud en las diversas ramas de actividad de 
nuestro país. Hubo un segundo empuje muy importante a partir del año 1985. Hoy tenemos casi cincuenta 
personas públicas no estatales. 


La ubicación del Sistema Nacional de Radio y Televisión Público del Uruguay como persona pública no 
estatal es una solución política, que se puede compartir o no, pero estimo que lo que ha buscado el Poder 
Ejecutivo es dotar de mayor agilidad el funcionamiento de los servicios de radio y televisión, 


fundamentalmente al permitirles que se rijan por el derecho privado. Desde ese punto de vista, creo que la 
solución del proyecto es compartible. 


Estos son los puntos de vista que he querido informar a la Comisión y las observaciones que me merece este 
proyecto de ley que, insisto, es extenso, complejo y, quizás, habría sido preferible que esta materia hubiera 
sido objeto de dos iniciativas legales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recordamos a los miembros de la Comisión que en cuando nos visitó la 
delegación de Directv se entregó un informe jurídico realizado por el doctor Correa Freitas para la 
empresa, que fue repartido oportunamente. 


SEÑOR BATTISTONI.- Ya se ha generado un consenso en cuanto a que es necesario rever algunos 
puntos, como el planteado por el doctor Correa Freitas sobre la ubicación institucional de algunos de 
los organismos que se crean en el proyecto de ley. 


Concuerdo plenamente con lo manifestado sobre el término "ombudsman" y me congratulo de que lo haya 
planteado; me parece un extranjerismo inútil. 


Hay algunos aspectos sobre los que me interesa conocer su opinión. 


Sin duda, Internet es compleja y sumamente difícil de controlar. Quisiera saber si usted tiene noticia de que 
se pueda controlar a nivel mundial. Es un problema global; lo único que sé es que hay potencias, como 
China, que pueden controlar el contenido. También sé que estos temas han sido tratados en organismos 
internacionales como la Organización Internacional de Telecomunicaciones, en la que participa Uruguay, 
pero no sé si se ha llegado a algún acuerdo. Detrás de estos temas está la lucha de empresas mucho más 
grandes de lo que podríamos imaginar. 


Es cierto que lo que nosotros podemos proteger con solvencia, lo que está en nuestras manos, es la radio y la 
televisión en nuestro territorio, y tenemos casi la obligación moral de hacerlo. Ello no quiere decir que no 
debamos manejar los otros aspectos a nivel de los foros internacionales. Estoy seguro de que la radio y la 
televisión nacional no se van a perder porque la cultura nacional, la forma de ser nacional, engancha al 
radioespectador y al televidente. 


El artículo 29 de la Constitución dice: "Es enteramente libre en toda materia la comunicación de 
pensamientos por palabras, escritos privados o publicados en la prensa o por cualquier otra forma de 
divulgación, sin necesidad de previa censura; [...]". En el artículo 31 del proyecto se establece: "Debe 
evitarse, en el horario antedicho, la exhibición de programas que promuevan actitudes o conductas violentas, 
morbosas, delictivas, discriminatorias o pornográficas, o fomenten el esoterismo, los juegos de azar o las 
apuestas". Sinceramente, no considero que los artículos 31, 32 y 33 limiten la libertad de pensamiento; lo que 
se está haciendo es proteger al menor en la formación de su escala de valores, en relación con la trasmisión 
de contenidos violentos, truculentos -asesinatos, etcétera-, que no contribuyen al pensamiento crítico, que es 
a lo que apunta el espíritu del artículo 29 de la Constitución. La limitación que estamos estableciendo es con 
relación a clientes del sistema audiovisual que son relativamente pasivos y maleables por su edad; no veo que 
sea una restricción de la libertad de expresión. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Coincido con el señor Diputado Battistoni en cuanto a las dificultades 
para regular los servicios de Internet. Sin ninguna duda, uno de los grandes cambios en el mundo fue 
la aparición de Internet, que derribó fronteras. Es algo muy complejo, y cualquier regulación que se 
quiera hacer al respecto dependerá -como muy bien dijo el señor Diputado- de acuerdos 
internacionales. 


La eventual inconstitucionalidad que puedan contener los artículos 31, 32 y 33 está en lo siguiente. Estoy de 
acuerdo con que hay que proteger a los niños, niñas y adolescentes; ahora bien, creo que este tipo de 
normativa es totalmente contradictoria con los avances de la legislación uruguaya. Por ejemplo, hoy tenemos 
el matrimonio igualitario y la Cámara de Representantes acaba de aprobar la regulación de la 
comercialización de marihuana. Teniendo como contexto la aprobación de este tipo de disposiciones, ¿vamos 
a decir a los medios de comunicación qué deben informar y qué no? 


Sé que es complejo y difícil, pero si por ley estamos imponiendo restricciones, diciendo qué se puede o no se 
puede informar, estamos limitando. El fin puede ser muy loable, pero ¿qué se está logrando? Limitar o 
restringir la libertad de información. ¿Qué se podrá informar entre las 6 y las 22 horas? Prácticamente muy 
poca cosa. 


La grave limitación viene luego de que el artículo 31 dice: "Sin perjuicio de la información de los hechos, la 
programación emitida durante el horario de protección a niños, niñas y adolescentes no deberá incluir:". 


Es compartible que este artículo establezca: "Debe evitarse, en el horario antedicho, la exhibición de 
programas que promuevan actitudes o conductas violentas, morbosas, delictivas, discriminatorias o 
pornográficas, o fomenten el esoterismo, los juegos de azar o las apuestas". Eso está bien. Creo que esta 
disposición debería terminar ahí. 


Lo que pienso que realmente limita, restringe, son todos los literales y la parte final del artículo 31, que 
entiendo viola el artículo 29 de la Constitución. 


Es mi opinión. Respetuosamente, admito que puede haber otras lecturas y también la sana intención de 
quienes redactaron el proyecto de ley y del Poder Ejecutivo que lo promueve, que es proteger a los niños. 


El artículo 29 de la Constitución dice: "Es enteramente libre en toda materia la comunicación de 
pensamientos por palabras, escritos privados o publicados en la prensa, o por cualquier otra forma de 
divulgación, sin necesidad de previa censura; quedando responsable el autor y, en su caso, el impresor o 
emisor, con arreglo a la ley por los abusos que cometieren". Quiere decir que la libertad de información y la 
libertad de expresión tienen límites. ¿Cuáles son? Lo dice la propia Constitución: "quedando responsable el 
autor y, en su caso, el emisor [...] por los abusos que cometieren". Como todos los derechos, la libertad de 
expresión del pensamiento y la libertad de información tienen como límites el orden público, las buenas 
costumbres y el derecho de los demás. 


Insisto: creo que el artículo 31, salvo por el horario tan extendido de protección a los niños, podría quedar 
como está hasta el cuarto inciso. Creo que es una buena solución y si se elimina el resto de este artículo 31 se 
salvaría el proyecto de ley y se lograría el propósito que ha manifestado el Poder Ejecutivo de proteger a los 
niños, niñas y adolescentes, con lo que estamos totalmente de acuerdo. Es necesario quitarle todo esto tan 
restrictivo, tan limitativo, que no va en consonancia con la apertura mental de la sociedad uruguaya hacia 
otras formas de pensamiento mucho más liberales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Usted mencionó seis o siete artículos que serían inconstitucionales. Pero no se 
refirió a la limitación que se vincula con el porcentaje de abonados que pueden tener las empresas. 


Si se aprueba el proyecto de ley tal como está, con las inconstitucionalidades que mencionó en la Comisión, 
muchos pueden sentirse afectados y presentar recursos. En este caso, los recursos serían sobre el artículo que 
los afecta y no sobre la ley en general. De manera que puede haber una ley con artículos que, eventualmente, 
podrían ser declarados inconstitucionales, lo cual desorganizaría un texto que tiene cierta lógica. ¿Puede 
darse la situación de que, ante determinados recursos de personas legítimamente afectadas, la Corte derogue 
dichos artículos, quedando vigente el resto de la ley? 


¿Usted cree que puede darse la situación de que algunos operadores sientan que sus derechos están afectados 
por inconstitucionalidades y presenten recursos contra el Estado por acto legislativo? ¿Qué consecuencias 
ocasionaría al Estado desde el punto de vista jurídico? 


Cuando concurrió a Sala la empresa Directv se mencionó que, tal como está redactado este proyecto de ley, 
viola algunos tratados internacionales, como el de Protección de Inversiones, y algunas disposiciones a las 
cuales Uruguay suscribió. Quisiera saber qué consecuencias podría traer esto para nuestro país. 


Por último, algunas delegaciones entendieron que ciertas disposiciones necesitan una mayoría especial del 
Parlamento para ser aprobadas. Me gustaría conocer su opinión al respecto. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Una vez sancionada la ley, quienes se sientan afectados pueden 
promover un recurso de inconstitucionalidad por vía de acción o de excepción. Como todos sabemos, se 


puede promover la inconstitucionalidad de toda la ley o de algunas disposiciones; la empresa Directv 
ha mencionado en Comisión concretamente el artículo 46. La Suprema Corte de Justicia puede hacer 
lugar al planteo de inconstitucionalidad de una o varias disposiciones del proyecto de ley. Pero los 
efectos de la sentencia declarativa de inconstitucionalidad son exclusivamente para el caso concreto, es 
decir que benefician a quien promueva la acción o la excepción. En el sistema uruguayo, una ley 
declarada inconstitucional sigue vigente; no se aplica exclusivamente a quien ha planteado la 
inconstitucionalidad ante la Suprema Corte de Justicia. 


La responsabilidad por acto legislativo -artículo 24 de la Constitución- es una vía de reclamo al Estado que se 
tramita ante el Poder Judicial, a la que pueden recurrir quienes se sientan afectados por sus disposiciones. 
Esta figura tiene larga data en nuestra doctrina y en nuestra jurisprudencia. Fue el doctor Juan José de 
Amézaga quien primero planteó este tema por la década del treinta, precisamente a raíz del monopolio que 
estableció la ley a favor de Ancap, de 1931. 


No soy especialista en tratados de promoción de inversiones. Para dicha pregunta hay que consultar a los 
Profesores de Derecho Internacional y a especialistas en derecho internacional público y privado, ya que hay 
que analizar los que ha suscrito nuestro país que todavía están vigentes para ver las consecuencias de su 
eventual violación. 


No sé exactamente a qué se refiere el señor Presidente con "mayorías especiales"; quizás a los monopolios. 
El numeral 17) del artículo 85 de la Constitución de la República establece que es competencia del Poder 
Legislativo: "Conceder monopolios, requiriéndose para ello dos tercios de votos del total de componentes de 
cada Cámara. Para instituirlos en favor del Estado o de los Gobiernos Departamentales, se requerirá la 
mayoría absoluta de votos del total de componentes de cada Cámara". Por lo tanto, de acuerdo con la 
Constitución de la República, los monopolios que se otorguen a favor de privados requieren dos tercios de 
votos del total de componentes, pero si el monopolio se otorga a favor del Estado o de los Gobiernos 
Departamentales alcanza con mayoría absoluta. 


SEÑOR CARBALLO.- Creo que el aporte del doctor Correa Freitas es sumamente interesante y 
permite profundizar en el estudio de este proyecto de ley. 


Independientemente de algunas valoraciones de inconstitucionalidad que se manejaron, quisiera saber si está 
de acuerdo con que exista en el país una ley de comunicación audiovisual. 


Por otro lado, en relación con el artículo 58, usted dijo que por lo menos algunos de los miembros del 
Consejo de Comunicación Audiovisual deberían ser elegidos por la Asamblea General. Con respecto al 
artículo 65, planteó con claridad que, si bien van a ser designados por el Poder Ejecutivo -por el Presidente 
en acuerdo con el Consejo de Ministros-, la designación tiene que ser avalada por una mayoría de dos tercios 
de la Cámara de Senadores. Mi consulta es si estaba haciendo mención a ese artículo en particular o al 
referido a la Comisión Honoraria, que tendrá un representante de la Asamblea General. 


El artículo 31 plantea una posible inconstitucionalidad en su cuarto inciso, pero creo que sería interesante 
continuar leyendo el artículo. El quinto inciso comienza diciendo: "Sin perjuicio de la información de los 
hechos, [...]". Pienso que no se está condicionando la posibilidad de informar, sino todo lo contrario, pero eso 
será parte de una de las discusiones que tendremos en la Comisión y de un gran debate político cuando se 
comience a tratar en profundidad este proyecto de ley. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- La pregunta en cuanto a si debe existir una ley de servicios de 
comunicación es la más difícil de responder. Comparto plenamente las palabras del Presidente Mujica 
en cuanto a que en este tema la mejor ley es la que no existe. ¿Por qué? Porque creo que lo mejor es la 
libertad de expresión, la libertad de industria y comercio, la libertad de información. Creo que la 
existencia de leyes en esta materia, a mi juicio, no es buena, más aún en un estado de derecho, en un 
sistema democrático como el que tenemos en el Uruguay. Sinceramente, no comparto eso. 


Usted, Diputado, vio que fui muy cuidadoso en no emitir juicios de valor ni hablar sobre la conveniencia o 
inconveniencia de una norma de esta naturaleza. Sin embargo, dado que usted me ha preguntado, le digo que, 
personalmente, no estoy de acuerdo con la existencia de este tipo de leyes. 


La segunda consulta que me realiza el señor Representante nacional tiene que ver con la venia de la Cámara 
de Senadores. 


El Consejo de Comunicación Audiovisual está dirigido por una comisión directiva, de acuerdo con lo que 
establece el artículo 63. En ese artículo se establece: "El Consejo de Comunicación Audiovisual estará 
dirigido por una Comisión integrada por 5 (cinco) miembros, incluyendo un presidente [...]". Luego, en el 
artículo 65 se establece la forma de designación, que es la misma que para los Directores de Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados, establecida en el artículo 187 de la Constitución: la propuesta por 
parte del Presidente de la República en acuerdo con el Consejo de Ministros y la previa venia de la Cámara 
de Senadores. 


Inclusive, aquí se habla de dos tercios de votos de integrantes de dicha Cámara. Indudablemente, al proponer 
los dos tercios de votos, se da a esto un fuerte componente político, a diferencia de lo que sucede con los tres 
quintos que establece la Constitución de la República para la designación de Directores de Entes Autónomos 
y Servicios Descentralizados. 


Lo que no dice el artículo 65 es qué pasa si no se obtienen los dos tercios de votos. No sabemos si se aplicaría 
el artículo 187 de la Constitución, que dice que pasados los sesenta días el Poder Ejecutivo puede reiterar esta 
propuesta o una nueva y en ese caso se requeriría mayoría absoluta de la Cámara de Senadores. 


En mi opinión personal, creo que esta solución sobre la integración de esa comisión -por la cual los cinco 
miembros son designados en los hechos por el Poder Ejecutivo y tres de ellos son designados directamente 
por el Presidente de la República en acuerdo con el Consejo de Ministros- podría ser mejorada de la siguiente 
manera, en vez de que la designación fuera hecha por el Poder Ejecutivo con venia de la Cámara de 
Senadores, fuera hecha por la Asamblea General. 


Insisto que, en este caso, no estoy hablando de una inconstitucionalidad; es una opinión sobre la oportunidad 
o conveniencia de dar mayor transparencia o peso, quizás político, en la sociedad uruguaya a una designación 
por esta vía. 


De todas maneras, si se mantiene el criterio establecido en el proyecto de ley, aprovecho la oportunidad para 
sugerir que se prevea qué pasaría si no se obtienen los dos tercios de votos. Puede suceder que el Poder 
Ejecutivo proponga, pero no obtenga los dos tercios en la Cámara de Senadores. Indudablemente, eso podría 
determinar que no se designaran nunca los miembros de la comisión. Habría que prever si se adopta la 
solución propuesta en el artículo 187 de la Constitución u otra solución. De lo contrario, de aprobarse este 
artículo y no prever esa situación se podría llegar a la situación de que el Poder Ejecutivo no pudiera integrar 
el Consejo de Comunicación Audiovisual. 


Agradezco la consulta formulada, porque me ha permitido ver un tema que no había observado técnicamente, 
que creo debe ser previsto. 


SEÑOR TOLEDO ANTÚNEZ.- Ha sido un gusto escucharlo, doctor Correa Freitas. 


Casualmente, dos de los tres legisladores que hicieron uso de la palabra pusieron su atención en el 
artículo 31, al que también me quería referir. 


Me parece que es un artículo de suma importancia y que apunta, precisamente, a una de las cuestiones que 
este proyecto de ley se propone, que es la defensa de los derechos de la ciudadanía, de la gente y en 
particular, de los niños, niñas y adolescentes. 


El doctor Correa Freitas decía -el Diputado preopinante también- que hasta el inciso cuarto del artículo 31 
coincidía, excepto que le parecía muy extenso el horario que iba de la hora 6 a la hora 22. Inclusive, el doctor 
dijo que desde ese inciso para adelante excluiría el resto de los literales, a los efectos de no entrar en un 
terreno que no le parecía el conveniente. 


Por lo que entiendo, modestamente, la información objetiva de los hechos se puede brindar; no está prohibida 
o limitada en ningún caso. Creo que con esto se apunta a limitar -quizás, técnicamente, no sea correcto el 
término- aquellas cosas que pueden influir negativamente en el niño o adolescente, ciñéndose exclusivamente 


a la información de manera de no exponerlo a ver imágenes que, a mi entender, son absolutamente nocivas 
para su formación. 


Es por ello que pienso que se podría hacer una corrección en la redacción a efectos de que dijera 
expresamente que no se deben incluir imágenes o expresiones. Cabe recordar que se habla de imágenes en la 
televisión, pero en la radio hay, así como ha habido siempre, determinadas expresiones. Recuerdo algunas 
canciones gauchescas que realmente impactaban. 


A su vez, si bien la prensa escrita no está incluida en este proyecto de ley, confieso que tenía alrededor de 
diez años cuando vi una foto de cómo murió el Mincho Martincorena, cosido a tiros. Esa imagen jamás se me 
borró y era la imagen de un medio de prensa escrita. Eso no está incluido acá. 


Decía si esa no podría ser una forma de corregir algo, sin eliminar el resto de los literales. 


También se dijo -el doctor también coincidió- que es muy difícil regular Internet porque es algo global. Y 
conjuntamente con eso, está el servicio para abonados o por cable. Yo comentaba que he visto canales 
argentinos con avisos que dicen "Este espacio publicitario es solamente para ser emitido en Argentina”. Sin 
embargo, nosotros también lo vemos. Está claro que se trata de una espacio publicitario que seguramente no 
produce ningún daño, salvo que quien pagó lo hizo para que se emitiera en determinado lugar y no en otro, 
pero así como hay espacios publicitarios, también hay determinados contenidos que prohibiríamos emitir en 
los canales abiertos, pero no lo podemos hacer en el sistema de abonados. 


Gracias. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Con respecto a las reflexiones manifestadas sobre el artículo 31, quiero 
decir que mantengo mi punto de vista. Respeto mucho y comprendo las razones y explicaciones que 
hacen los señores Representantes nacionales que están a favor del proyecto de ley. De cualquier 
manera, insisto en que en una regulación de los medios de comunicación, creo que no es buena señal de 
un estado de derecho en un sistema democrático decir que la información debe ser objetiva. En ese 
sentido, creo que debe existir la libertad de información y de expresión y que los emisores, sean de 
radio o televisión, deben ser responsables, de acuerdo con la ley. 


Eso es lo que se debe hacer, pero toda limitación es una forma de censura y yo, sinceramente, me aferro al 
artículo 29 de la Constitución en cuanto a dar la más amplia libertad en estos temas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al doctor Correa Freitas su presencia, así como el informe que 
nos ha enviado y las explicaciones vertidas que han sido muy claras. 


La Comisión queda a disposición para alguna otra intervención o sugerencia de redacción que desee hacer, 
luego de releer este proyecto de ley que, es tan amplio, por lo que pueden aparecer cosas que uno no previó 
"prima facie". 


(Se retira de Sala el doctor Correa Freitas) 
(Ingresa a Sala una delegación de autoridades del Ministerio de Educación y Cultura) 


—La Comisión tiene el agrado de recibir a la delegación del Ministerio de Educación y Cultura, integrada 
por el señor Ministro, Ricardo Ehrlich, el Director General de Secretaría, Pablo Álvarez, el Director Nacional 
de Cultura, Hugo Achugar, la Directora de Televisión Nacional del Uruguay, Virginia Martínez, la Directora 
del Instituto del Cine y Audiovisual del Uruguay, Adriana González, el Director de Radiodifusión Nacional 
del Uruguay, Sergio Sacomani, y la doctora Silvia Pérez, abogada del MEC. 


Esta Comisión está abocada al estudio de un proyecto amplio y complejo relativo a: "Servicios de 
Comunicación Audiovisual" en el que, más allá de temas de fondo, hay aspectos particulares que involucran 
al Ministerio de Educación y Cultura, y al servicio de televisión público, por lo que quisiéramos conocer la 
opinión del Ministerio y evacuar las preguntas de los legisladores sobre el particular. 


Cedemos la palabra a nuestros invitados. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Gracias, señor Presidente: buenos días, 
legisladores, funcionarios; es un gusto estar con ustedes en esta ocasión. Hemos pedido a los 
responsables de distintas unidades, vinculadas al contenido del proyecto de ley en estudio, que nos 
acompañen en el día de hoy. Pensamos hacer una presentación con algunas consideraciones generales y 
luego hay dos grandes capítulos en los cuales, de pronto, podemos hacer algún aporte a la Comisión y 
responder las interrogantes que se planteen, en lo que tiene que ver con el estímulo al desarrollo de 
contenidos nacionales en los medios de comunicación. En este sentido, vamos a escuchar al Director 
General de Secretaría, a la Directora del Instituto del Cine y Audiovisual del Uruguay, a la Directora 
de Televisión Nacional del Uruguay y al Director de Radiodifusión Nacional del Uruguay. 


Luego vamos a referir a ciertos aspectos de la institucionalidad de los medios públicos, que es el último 
capítulo del proyecto de ley, donde vamos a compartir con ustedes un avance de las modificaciones a la 
propuesta oportunamente enviada por el Poder Ejecutivo. 


Comenzando con los comentarios generales, desde el punto de vista del Ministerio de Educación y Cultura 
este proyecto de ley es oportuno; aparece en un momento en el que estamos viviendo un verdadero cambio 
civilizatorio a nivel cultural, en el que los medios de comunicación, de información, tal vez sean el 
protagonista central y uno de los ejes de esos cambios que conmueven referentes éticos que hacen a la 
convivencia en sociedad y a la construcción de ciudadanía. Eso representa un desafío mayor -en todas las 
sociedades y latitudes- y entendemos que la respuesta a estos desafíos y a las problemáticas que acompañan 
este cambio civilizatorio, debe surgir de las promesas de las capacidades de los propios medios de 
comunicación que, sin duda, serán protagonistas centrales en los cambios civilizatorios que vivimos y en los 
que van a ocurrir en nuestras sociedades en los próximos tiempos. 


Entendemos que este proyecto de ley contempla el conjunto de compromisos internacionales que ha asumido 
el país a distinto nivel en relación a los medios de comunicación, a la libertad de expresión y a los derechos 
de las personas y de las instituciones. También consideramos de importancia el enfoque en la afirmación de 
derechos que plantea el proyecto de ley, tanto en lo relativo al derecho de los prestadores del servicio de 
comunicación audiovisual, como en lo que refiere a las audiencias, definiendo un marco necesario de 
seguridades jurídicas para unos y para otros. En distintos pasajes se destacan así los derechos de los 
prestadores: la libertad de expresión e información, la prohibición de censura previa, la independencia, la 
libertad editorial, la libertad de emitir el mensaje publicitario, el derecho a la emisión exclusiva de 
contenidos. Debe considerarse la dimensión ética -que necesariamente debe incorporarse-; asimismo, se hace 
referencia a la autorregulación. 


En lo que tiene que ver con los derechos de las personas, destacaríamos el derecho a la transparencia, el 
derecho a la participación, el derecho a la no discriminación, pero muy particularmente quisiéramos hablar de 
los derechos culturales, lo cual será desarrollado por el Director Nacional de Cultura, tema central en la 
construcción de ciudadanía. Precisamente, a través de la profundización en los derechos culturales y en lo 
que implica el desarrollo cultural, fortalecemos los vínculos de convivencia entre las personas, los vínculos 
de identidad, de referencia con el territorio y con la nación. Eso es lo que permite a la sociedad proyectarse 
con fuerza hacia el futuro. 


Queremos resaltar el Capítulo II relativo a "Derechos de los niños, niñas y los adolescentes", que contiene los 
artículos 28 a 33 que, sin duda, ya han sido objeto del trabajo de la Comisión, donde se enfatiza la 
estimulación y el aliento a las buenas prácticas de responsabilidad social empresarial y la importancia de los 
mecanismos de autorregulación de los medios para la promoción y la protección de los derechos de los niños. 


Asimismo se destaca la trascendencia de los derechos de las personas con discapacidad y no menos 
importancia tienen los derechos de los periodistas que se abordan en la iniciativa. 


Finalmente, quisiera señalar que entendemos que el rol de los medios en el período histórico que vivimos es 
de fundamental importancia, con el desarrollo de las tecnologías de información que conducen a que las 
personas tengan una gran independencia en el acceso a una diversidad de contenidos y a la información en 
tiempo real de cada rincón del planeta. Los medios de comunicación juegan un rol mayor en la vinculación 


entre las personas, dándole cohesión a una sociedad en su diversidad: de ahí la importancia y el protagonismo 
de los medios en asumir los desafíos del presente. 


Hay un capítulo particular del proyecto de ley que refiere a diversidad y pluralismo, en lo que tiene ver con 
las garantías y la promoción de la diversidad, y otro que concierne a la promoción de la producción nacional 
audiovisual. En este sentido, queremos destacar que en los últimos años estamos viviendo un desarrollo 
cultural importante en todas las áreas, y que atraviesa la producción audiovisual: en breve vamos a compartir 
con ustedes algunas cifras. Este desarrollo cultural está teniendo un impacto importante en la economía 
nacional. En el día de mañana se va a presentar un libro, al que luego referirá el Director Nacional de 
Cultura, relativo a la creación de una cuenta satélite de cultura para valorar el impacto de la producción 
cultural nacional en la economía del país y en la generación de trabajo. 


Debemos analizar este capítulo de la ley del fuerte desarrollo cultural que se está viviendo. Los resultados 
que vamos a presentar en el día de mañana refieren a una línea de base, a lo que era la situación al inicio de 
este quinquenio: deberemos actualizar los datos para ver el desarrollo que ha tenido lugar en estos últimos 
tiempos. 


No vamos a abundar en los aspectos que hacen al diseño institucional que se propone en el proyecto de ley - 
que por supuesto acompañamos-; sí haremos referencia al diseño particular que tiene que ver con los medios 
públicos de comunicación. Como ustedes saben, de acuerdo con los artículos votados en la Rendición de 
Cuentas del año pasado, la ley vigente introduce un proceso de reestructura de los medios de comunicación 
que debe ser tenido en cuenta en el análisis. 


Habiendo compartido estos conceptos a título introductorio, para referir a la institucionalidad de los medios 
públicos, pediría que hiciera uso de la palabra el Director General de Secretaría. Luego abordaríamos 
distintos aspectos del estímulo a la producción nacional, para lo cual solicitaré a la Mesa que hagan uso de la 
palabra los distintos Directores que me acompañan en el día de hoy. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- Buenos días; muchas gracias por la invitación. 


Como ustedes saben, el Título VIII del proyecto de ley establece una institucionalidad para los medios 
públicos. En ese sentido, desde el año pasado venimos entendiendo que es importante unificar el 
funcionamiento de los servicios de comunicación audiovisual públicos en una misma unidad administrativa, 
en el entendido de que el papel que cumplen a nivel de la sociedad, se vería reforzado en una misma unidad 
administrativa de funcionamiento. Hasta la aprobación del artículo 176 de la Ley de Rendición de Cuentas 
del año pasado, que crea la unidad ejecutora 024, Servicio de Comunicación Audiovisual Nacional, el canal 
era una unidad ejecutora del Ministerio y las radios dependían del Sodre. 


Aún estamos en ese proceso, entendiendo que efectivamente debemos avanzar en esta nueva institucionalidad 
que nos plantea le ley vigente hacia la estructuración de la nueva unidad ejecutora. 


Como decía, el Título VII del proyecto de ley que está en tratamiento de esta Comisión da cuenta de una 
nueva institucionalidad para los servicios públicos. En ese sentido, debemos decir que estamos trabajando 
con el Poder Ejecutivo y que a la brevedad estaremos enviando una redacción alternativa para el tratamiento 
de este Título donde, la principal transformación hace al funcionamiento bajo un régimen de servicio 
descentralizado y no de una persona pública no estatal de los servicios de comunicación públicos, elemento 
que para nosotros es de particular importancia por un conjunto de razones. Creo que a lo largo del proyecto 
está recogida la argumentación del fortalecimiento de los medios públicos que pasa, efectivamente, por la 
necesidad de consolidar un equilibrio en los diferentes servicios de comunicación audiovisual en nuestro 
país, entre el servicio público, el comercial y el comunitario. Tenemos escaso desarrollo del servicio público; 
solamente existe la televisión y las radios nacionales, pero se apuesta a que efectivamente ese espacio 
aumente. Tampoco debemos olvidar la existencia de Tevé Ciudad que también es un servicio público de 
comunicación audiovisual. Los servicios públicos tienen la obligación de hacer énfasis en áreas de la 
comunicación. Tal vez, el servicio comercial, por razones empresariales fundamentalmente no tenga interés. 
Y, por esas mismas razones, la selección de la programación de un servicio público tiene, en primer lugar, la 
vocación fundamental de ser visto o escuchado, pero no la atención o la tentación permanente de decidir 
exclusivamente en base a la audiencia o al indicador de audiencia, que sería el "rating", elemento 
fundamental para quien trabaja desde una planificación de la comunicación en base a una razón empresarial. 


Entendemos que el servicio descentralizado forma parte de la concepción de que es un servicio público de 
comunicación. Por lo tanto, el Estado no debe perder el vínculo con esta responsabilidad, más allá de que 
puedan existir otros servicios públicos no estatales o no gubernamentales. En ese sentido, estamos 
trabajando. 


Tal como fue señalado por el Ministerio cuando se hizo presente en esta Comisión, existe la posibilidad de 
modificar la persona pública no estatal en un servicio descentralizado. Efectivamente, es parte de la decisión 
que se debe tomar. 


No podemos avanzar mucho más respecto al articulado; los cometidos y las competencias son similares, en 
tanto la búsqueda y el objetivo se corresponde, más allá de la institucionalidad. 


Queremos hacer énfasis en lo que refiere a la responsabilidad que el Estado asume en esta materia. Por lo 
tanto. es importante la designación de las autoridades a través de la venia del Parlamento, de la Cámara de 
Senadores -ya que existe un mayor nivel de representatividad de la sociedad a través de los diferentes 
Representantes de los partidos políticos-, y de las direcciones tanto de radio y televisión como organismos 
que funcionan dentro del servicio descentralizado, participando activamente del órgano de conducción. Es 
importante tener un vínculo directo con los organismos de conducción cuando los espacios especializados no 
integran directamente dichos órganos. En el caso de un servicio descentralizado, existirían tres Directores, 
pero ninguno tendría la responsabilidad directa de ser director de radio o de televisión. Es fundamental que 
quienes sean directores tanto de radio como de televisión, tengan la posibilidad de participar en el directorio 
para tener allí la realidad cotidiana y concreta que, muchas veces, por la naturaleza de los servicios, exige un 
conocimiento más afinado de ella. 


Estamos obligados por la ley a seguir trabajando en la unidad ejecutora 024, en el entendido de que el 
tratamiento de este proyecto de ley avanzará con los ritmos normales del Parlamento. Esta ley será de 
aplicabilidad, en caso de ser votada, a partir del año que viene. Por lo tanto, tenemos la obligación de avanzar 
en una nueva unidad ejecutora, que será la base del nuevo Sistema Nacional de Radio y Televisión Público. 
Por eso es importante cumplir con el artículo 176 de la Rendición de Cuentas del Período anterior. 


Debemos entender la naturaleza del funcionamiento de un servicio como el de radio y televisión, que tiene 
especificidades; así lo demuestra el artículo 195 de la Rendición de Cuentas del año 2011. Allí se modificó la 
modalidad contractual existente para dar cuenta de la realidad de los medios de comunicación que, 
efectivamente, tienen un funcionamiento distinto. Por eso la importancia de que el nuevo organismo funcione 
bajo un servicio descentralizado con el reconocimiento de tener su propio reglamento interno, y de dar cuenta 
del funcionamiento distinto y especializado de un medio de comunicación, porque no estando en régimen de 
competencia comercial con el resto del servicio, sin duda la gente no mira dos pantallas a la vez, por lo tanto, 
cuando el servicio público lleva adelante su transmisión es porque también quiere ser visto, y en ese marco 
tiene que tener las mejores condiciones, no solo presupuestales, sino también administrativas para responder 
rápidamente a las demandas. 


SEÑOR ACHUGAR.- En línea con lo que plantea el señor Ministro, este proyecto de ley es 
fundamental desde nuestra perspectiva, por distintos fundamentos o razones. 


Quiero empezar por lo que mencionaba el señor Ministro, respecto a los derechos culturales. Los derechos 
culturales son fundamentales en cuanto han sido planteados por la Unesco y ratificados por Uruguay respecto 
al acceso del disfrute de los bienes y servicios culturales, así como también en cuanto al acceso a la 
producción cultural. Esto se manifiesta de diversas maneras. Una de ellas, que hace directamente al espíritu 
de este proyecto de ley, es que no hay mayor afirmación de las identidades nacionales, culturales, grupales y 
personales que la producción cultural y la representación artística. Esta ley atiende a los aspectos de 
diversidad cultural y de promoción de la producción nacional y su difusión en los medios de radio y 
televisión. 


Está comprobado, en Uruguay y en otras partes del mundo, que un ciudadano, al verse representado, al 
sentirse identificado en una radio, en una película, en una entrevista o en un documental, ya sea en la 
televisión o en el cine, refuerza su autoestima, su arraigo, su identidad personal y grupal, por lo tanto, 
nacional. 


Los fundamentos de la iniciativa y las distintas medidas, especialmente las que están dirigidas al destino de la 
producción de cultura nacional, son particularmente importantes y significativas en lo que hace a los 
derechos culturales. Los derechos culturales tienen que estar pensados -es una de las ideas del proyecto de 
ley- respetando la diversidad en todos sus sentidos. Hace poco habrán visto la celebración de San Javier, de la 
comunidad de rusos migrados al Uruguay. Esta diversidad que se manifiesta en fiestas criollas a lo largo de 
todo el país, en herencias diversas culturales y étnicas, además de las identidades de género y otro tipo, son 
elementos que se potencian con este proyecto, que defiende esa diversidad y promociona esa identificación 
mediante el estímulo a la producción nacional. 


Quiero referirme a un elemento que quizá ustedes no conozcan. Seguramente, y debido a su trabajo, no 
puedan acompañarnos mañana en la Torre Ejecutiva cuando presentemos el avance al que se refería el señor 
Ministro de una cuenta satélite de la producción cultural de nuestro país. La cuenta satélite de cultura no 
existe en Uruguay; existe en otros países como Colombia, Chile, Argentina, España, Finlandia, entre otros, 
que la han llevado adelante y han mostrado sus beneficios. 


Este primer avance hecho mediante un convenio con la Universidad de la República y la Facultad de 
Ciencias Económicas a través de la Dirección Nacional de Cultura, muestra algunos datos muy interesantes. 
Por ejemplo, los sectores de libros y publicaciones audiovisuales, artes plásticas y fotografía, artes escénicas, 
música grabada, museos, formación cultural, bibliotecas y archivos, sin contar artesanías, diseño, 
telecomunicaciones y tecnología de la información que tienen un alto contenido cultural, significan el 0.8% 
del valor agregado del Producto Bruto Interno. Ustedes creerán que ese porcentaje es insignificante. Sin 
embargo, si incorporamos al análisis el sector de telecomunicaciones y tecnologías de la información, las 
artesanías y el diseño, superamos el 3%. Quedándonos solo con el 0,8% y yendo a la participación por 
actividad económica en el PBI 2009 de otros sectores de la producción nacional, el dato se vuelve más 
relevante. Piensen ustedes que silvicultura, es decir, la extracción de madera y actividad de servicios conexos, 
representa el 0.6% y ahí está completo. En cambio a nosotros nos falta incorporar diseño y demás. 


Aún este 0.8% representa algo que en el imaginario colectivo de nuestro país es más impactante. Si tomamos 
la producción, procesamiento y conservación de carnes y productos cárnicos -el dicho dice que Hernandarias 
nos hizo, marcó el destino introduciendo el ganado vacuno a nuestro país- significa el 1.4% del Producto 
Bruto Interno, mientras que el sector cultural, sin contar artesanías, diseño y telecomunicaciones, está en 
0.8%. A esto hay que agregar que el 0.8% significa casi 19.000 puestos de trabajo. Si a ello le incorporamos 
artesanías, diseño y los otros tres rubros que aún estamos procesando, superamos los 43.000 puestos de 
trabajo directos. 


En algunos de estos sectores hay un alto grado de informalidad. Es obvio en el caso de la artesanía, no 
necesito dar mayor explicaciones, salta a los ojos; pero también existe en lo que refiere a la comercialización 
de artes visuales. Esa magnífica obra de Giacoya que tienen ustedes en la sala, seguramente habrá sido 
acompañada por una factura y el Parlamento tendrá los recaudos necesarios. Pero es práctica frecuente que 
muchos ciudadanos uruguayos y extranjeros compren directamente a los artistas, y artistas importantes. Eso 
no tiene registro. Esto también pasa en otras actividades culturales. 


Si a ello le agregamos la comparación con Finlandia -que es un país con una población similar-, España, 
Chile y Uruguay, en los distintos rubros estudiados, vamos a ver que las distancias son mínimas. Chile, que 
tiene completado todo el análisis -reitero que a nosotros nos faltan tres sectores-, presenta un 0,9%, Uruguay 
un 0,8% y Finlandia presenta 1,6%, el doble. Este último es un país donde el informalismo es mucho menor 
que en Uruguay y además contempla más actividades que nosotros. En ese sentido, hay otra dimensión que 
tiene que ver con la ley en otro aspecto. 


¿Por qué traje esto de la cuenta satélite? Porque esto muestra la vitalidad y la fuerza de la producción 
cultural, y la necesidad de incentivar, estimular y difundir, a través de la radio, de la televisión y de las salas 
de cine, nuestra producción audiovisual cultural, porque no solamente son audiovisuales el teatro, las artes en 
general, etcétera. 


También quiero comentar que hay otro tipo de producción que tiene que ver con los derechos culturales -que 
se manifiesta por la labor del Ministerio y de la Dirección Nacional- y con lo audiovisual y la música. Me 
refiero a la producción de las usinas culturales que tenemos en todo el país, inclusive, en cárceles. Podemos 
decir que en Santa Bernardina, en la Brigada Aérea N* 2 en Durazno, se está produciendo arte -esto habla de 
la diversidad cultural- pues, en general por parte de la población vulnerable, se hacen discos y videos que 


expresan una riqueza y el ejercicio del derecho cultural a la producción y a la creación de las ciudadanas y de 
los ciudadanos uruguayos. Eso no se cuantifica porque es gratis, pero tiene un vehículo. En realidad, ya lo 
está teniendo, porque TNU ha pasado algunos de esos videos, y eso muestra esta creatividad, que tiene que 
ser garantizada en esa diversidad cultural, en esa capacidad creativa de la sociedad uruguaya mediante una 
ley como la que estamos presentando. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Sugiero a la Comisión escuchar, en el siguiente 
orden, a la Comisión escuchar a la Directora del Instituto del Cine y Audiovisual del Uruguay, a la 
Directora de TV Nacional del Uruguay y, luego, al Director de Radios del Sodre. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- Desde el Instituto damos la bienvenida a este proyecto de ley y a la discusión 
que provoca. Entendemos que es un desafío que debemos enfrentar y que esta etapa que tiene el sector 
audiovisual en su conjunto, es un momento oportuno. 


Quiero contextualizar el alcance con el cual el Instituto fue creado en el año 2008, con el fin de aportar 
algunas cifras para el discernimiento del tema. Desde su origen, el Instituto trabajó en distintas direcciones. 
No solamente trabajó en cine; desde el comienzo hemos trabajado, inclusive, junto al sector privado en 
distintas ramas como son la publicidad del sector audiovisual, televisión, animación y videojuegos; inclusive, 
compartimos acciones con los proveedores audiovisuales. Entonces, podemos marcar un período de quince o 
veinte años, en el cual ha habido una consolidación productiva del sector. 


Podemos tener algunas cifras que nos permiten visualizar en qué momento estamos; me refiero a las cifras 
que da esta misma cuenta satélite que se hizo para el sector audiovisual. Estamos hablando de un sector que 
emplea a 6.000 personas y que está educando a unos 4.000 estudiantes. 


Si integramos lo que son el cine, la distribución, la proyección, la televisión abierta y por cable, la 
radiodifusión, la producción y la posproducción de audiovisuales, estamos hablando de un valor bruto de 
producción de US$ 310:000.000, de los cuales US$ 56:000.000 estarían enfocados a lo que es producción y 
posproducción. 


En términos de acceso de esos contenidos, pudimos constatar que en el año 2011, contemplando no solo lo 
que es pantalla en cine, sino las pantallas itinerantes de producción y la televisión, tuvimos un alcance de un 
millón y medio de espectadores para contenidos nacionales. Es una cifra interesante, sobre todo si 
consideramos que el público en salas es sensiblemente menor, ya que en el año 2012 no superamos los 
80.000 espectadores. 


En este proceso de consolidación pasamos, por un lado, de un esporádico estreno en salas a estrenar 15 
películas en el año 2012 y, por otro, de tener un Estado ausente en políticas de estímulo al sector, a contar con 
una serie de herramientas, y la creación del Fondo de Fomento Cinematográfico, con el Instituto del Cine, es 
un matiz importantísimo. Pero también hay otras acciones que se fueron desarrollando en estos quince o 
veinte años, que forman un equilibrio con este Fondo; me refiero al Fondo Nacional del Audiovisual, los 
fondos Ibermedia -fondos iberoamericanos que trabajamos en el ámbito internacional- y los Montevideo 
Socio Audiovisual, fondos municipales que son para todo el sector, no solo para los productores de 
Montevideo. Por lo tanto, ha habido una serie de instrumentos que ha permitido que este sector hoy tenga 
estos valores de desarrollo y de producción. 


Otro dato que quiero comentar es que actualmente el sector de servicios de producción está exportando más 
de US$ 23:000.000. En esto ha tenido mucho que ver un fondo indirecto, se trata de un incentivo que da el 
Estado, resignando el IVA de los servicios para estimular a esa parte de la actividad, que alcanzaría a unos 
US$ 4:000.000 anuales. 


Debo decir que ha habido un montón de herramientas que se han ido consolidando con el tiempo y que han 
generado esos números que comentaba al principio. 


El Instituto ha entendido desde su comienzo que, dado su alcance y su vocación audiovisual, ha tenido ese 
sentido inclusivo y de política pública aplicada al sector, asociándose con otros actores públicos como, por 
ejemplo, el Banco de la República, Ancap, el Ministerio de Industria, Energía y Minería, y otras áreas del 
Ministerio de Educación y Cultura que, a través de distintas líneas, apoyan y fomentan directamente. Si bien 


hoy tenemos un Fondo de US$ 1:000.000 podemos decir que con los fondos de otros organismos podemos 
estar llegando a US$ 1:5000.000 estrictamente en el fomento directo. 


En cuanto al área de televisión, en su momento entendimos que la televisión era una oportunidad y 
empezamos a fomentar el área televisiva. Hoy, de nuestro Fondo de Fomento de $ 25:000.000, $ 6.000.000 
están direccionados al fomento de la actividad de televisión. Hemos trabajado en alianza con los canales 
públicos, socios estratégicos para el desarrollo audiovisual y la construcción de ciudadanía. Entendemos que 
la televisión y, en este caso, el horizonte que este proyecto de ley plantea es una gran oportunidad y provoca 
al sector, en este momento de su desarrollo, a redireccionar algunas lógicas de producción para estar a tono 
con este nuevo escenario. En ese sentido, entendemos que para el acceso ciudadano la televisión implica 
pasar esa barrera de lo que es la sala de cine, y es una oportunidad real que se nos coloca en ese escenario. Si 
bien es una actividad que se viene desarrollando muy bien -inclusive, para mostrar la amplitud que tiene el 
sector, ahora estamos integrando al Consejo Sectorial de la Tics; es un sector que tiene un gran alcance y más 
aún con este horizonte-, tenemos nuevos desafíos que tienen que ver, básicamente, con estas políticas de 
fomento. Ellos son armar nuevas alianzas, estructurar nuevas plataformas de fomento y dar una inyección 
fuerte al tema de formación para poder estar a tono con toda esa cantidad de contenidos que, como sector, 
vamos a tener que integrar. 


Finalmente, quiero comentar que, en el área audiovisual, Uruguay no solo ha trabajado a nivel nacional sino 
también internacional, con el fin de afianzar los lazos con la región, principalmente en dos ámbitos clave, que 
son el Mercosur y el área iberoamericana, que ha traído posibilidades al sector uruguayo. 


El Fondo Ibermedia ha sido una inyección fundamental cuando en Uruguay no había fondos directos o había 
fondos escasos para el audiovisual. Hay otras líneas de política de fomento al audiovisual que Uruguay ha 
integrado como el Fondo Doctv Latinoamérica o el Fondo Ibermedia TV. Por lo tanto, entendemos que desde 
esta perspectiva, este nuevo escenario genera al sector un desafío que implicará que las empresas, por 
ejemplo, las empresas productoras, deban reacomodar y redireccionar sus lógicas de negocio. Consideramos 
que con el horizonte planteado, estos datos van a cambiar sustancialmente; eso esperamos. 


SEÑORA MARTÍNEZ.- Quiero reafirmar que -como se planteó anteriormente- estamos ante un 
cambio tecnológico, que es el advenimiento de la televisión digital, que es una oportunidad y que, a su 
vez, requiere cambios normativos. Tenemos una legislación obsoleta con relación a los cambios 
ocurridos y este proyecto tiene una mirada integral sobre los servicios de comunicación audiovisual, 
recogiendo estos cambios que se están dando en el mundo y en nuestro país. 


Un aspecto importante y que tiene que ver directamente con la televisión y con las radios públicas es que hay 
una definición integral de los servicios de comunicación audiovisual como servicios de interés público. En 
ese sentido, creo que tanto la radio como la televisión estatal están en el centro de interés del proyecto. 


Recién la Directora del ICAU reseñaba lo que han sido las políticas del Estado, legislación y fondos, en cine. 
Hace quince o veinte años no teníamos cine nacional y ahora tenemos una buena cantidad de estrenos, una 
diversificación de géneros, y creo que lo mismo debe suceder con la televisión pública y con las radios. ¿Para 
qué? Para fortalecer la producción de contenidos nacionales en la televisión -estoy hablando de la televisión 
pública, pero también de la televisión privada- debe haber políticas de fomento y debe haber legislación. 


Hasta el día de hoy la televisión es el principal medio que utilizan los uruguayos -el 99,8%- para informarse y 
para entretenerse. El alcance que tiene en la ciudadanía hace que sea un medio prioritario y de atención. 
Sabemos que dejar librada la televisión a la lógica del mercado solamente tiene como resultado la 
uniformización de los formatos televisivos y que debemos tratar de lograr la mayor diversificación de 
formatos y garantizar la diversidad cultural. 


Hay otros cambios que se están dando en el país, y los reseñaba la Directora del ICAU. Ya tenemos una o dos 
generaciones de profesionales formados. Si bien durante mucho tiempo, tanto el cine como la televisión 
fueron materia de autodidactas, ahora el país está formando gente y trabajar en televisión o para televisión es 
un horizonte laboral calificado tanto para el país como para la exterior y la televisión debe responder a eso. 
Nosotros, en Televisión Nacional, estamos ingresando los primeros profesionales que entran por el sistema de 
Uruguay Concursa y está claro que tanto desde el punto de vista de su experiencia laboral como de su 
formación se trata de gente calificada, que el país debe ocupar, no solo a través del empleo directo sino del 


trabajo en alianza con la producción independiente. Me parece que este es otro aspecto muy importante. 
Entendemos por producción independiente las empresas que no tienen un vínculo laboral de dependencia con 
los canales y que producen para varios servicios de comunicación audiovisual. Son también quienes hacen el 
cine y la publicidad en el país, siendo desde allí que se dan las iniciativas más calificadas, variadas y con 
mayor desafío artístico y productivo. Me parece que en este sentido también el proyecto de ley atiende a 
establecer cuotas de trabajo con la producción independiente. En esto no estamos innovando en nada; es así 
en todas las televisoras desarrolladas del mundo, tanto públicas como privadas. Ese es otro factor que me 
parece importante: establecer la necesidad y la obligatoriedad de la diversificación, no solamente de los 
formatos, sino también de las modalidades de producción. De ahí esta exigencia de trabajo con la producción 
independiente, teniendo canales y productores como aliados en pos de una mejor televisión. 


SEÑOR SACOMANTI.- Antes que nada, quiero saludar la valentía de plantear en este momento un 
proyecto de ley que tiene que ver con los servicios de comunicación audiovisual -que no es una ley de 
medios, como se maneja habitualmente, ya que quedan afuera los diarios y la internet-, porque este 
tema no se debatía desde la época de la dictadura. Por primera vez, democráticamente en el 
Parlamento, a iniciativa del Poder Ejecutivo, se está debatiendo y recibiendo información sobre este 
proyecto de ley que apunta a llenar una serie de vacíos legales, de omisiones que, a lo largo de décadas, 
en un sector tan importante como las comunicaciones del Estado no habían sido considerados en el 
Uruguay. El trámite de la discusión y de la información que se reciba dirán en qué terminará y cuáles 
serán las definiciones y las modificaciones que se harán. 


Preparé una exposición más extensa pero no les quiero robar mucho tiempo; de todos modos, les quiero 
contar algunas cosas para bajar a tierra y para que se tengan en cuenta -como lo han explicado las 
compañeras del ICAU y de Televisión Nacional-: cuando uno dicta una norma y genera nuevas formas 
jurídicas debe considerar la realidad operativa y ejecutiva, el trabajo que se ha realizado y lo que se debe 
realizar. 


Con respecto a las radios públicas o estatales -como nos gusta decir a nosotros-, desde el año 2005 
comenzamos un proceso de recuperación y desarrollo, partiendo de la más absoluta precariedad en todos los 
sentidos. En la misma situación estaba TNU. Así fue que reparamos la parte edilicia, introdujimos tecnología 
-que era inexistente-, diseñamos áreas y funciones específicas dentro de las emisoras, procedimos a contratar 
personal calificado para todas las áreas. Creamos, por ejemplo, una cosa que no es tan esencial, que no 
existía, que son las páginas web de cada una de las radios y de la radiodifusión nacional, lo cual permite que 
miles y miles de uruguayos y no uruguayos nos escuchen desde el exterior. Lo más importante -aquí viene un 
tema vinculado a la futura forma que vayan a tomar los medios públicos o estatales del Uruguay- es que 
tuvimos que diseñar un nuevo organigrama para la radiodifusión nacional y la dotamos de objetivos y 
cometidos nuevos -otra cosa muy importante que está, en parte, recogida en este proyecto de ley que se 
plantea-, puesto que desde 1930 nadie los había modificado. Prácticamente no había cometidos ni para la 
Televisión Nacional ni para las radios del Estado. Nosotros los creamos a partir de 2005 y los fuimos 
llevando adelante; los legisladores que nos han visitado habrán visto que están en nuestro pasillo principal de 
entrada a los estudios. Eso orientó la tarea hasta hoy. El proyecto de ley propone una serie de objetivos y 
contenidos que subsana un vacío legal perpetuado a lo largo de décadas. 


Dimos una identidad y un perfil a cada radio, que hasta 2005 no tenían nombre. Eran simplemente: CX6, 
CX26, C38 y la FM, que era una sola. Hoy son: Radio Clásica, Radio Uruguay, Emisora del Sur y Babel FM, 
con perfiles y cometidos bien definidos, atendiendo públicos diferenciados. 


Una vez sentadas estas bases comenzamos una marcha incesante, instalando repetidoras de FM en los 
principales centros poblados del país, utilizando frecuencias ya asignadas al Sodre y que nunca habían sido 
utilizadas, creando -lo voy a decir así- una formidable red que hoy no tiene parangón en el Uruguay. Ningún 
medio tiene una red, ni siquiera en construcción, como la que hoy tienen las radios del Sodre en FM, en el 
interior del país. 


Creamos también una red de veintiún corresponsales permanentes, cosa que no es frecuente en el medio. En 

general, los corresponsales son a demanda: se quema un bosque en Rocha, llaman al corresponsal y le pagan 
determinado dinero por la nota. Nosotros tenemos un "staff" de corresponsales permanentes, que diariamente 
no solo responden a Montevideo sino que dan su oferta informativa de lo que importa a sus comunidades. 


Pudimos adquirir móviles para periodistas y técnicos -no existían-, todo esto dentro de una estructura del 
Sodre que, en el mejor de los casos, nos reconocía como una oficina más. Ya en nuestros primeros informes 
de 2005 y en las reflexiones sobre el proyecto que se ponía en marcha señalábamos la necesidad de avanzar 
hacia un nuevo diseño institucional, ya que los medios de comunicación, por su propia esencia y dinámica 
natural, no encajaban y no encajan dentro de un esquema administrativo de recursos humanos, jurídicos, 
financieros y contables como el que tenía y tiene un organismo como el Sodre. 


A medida que fuimos creciendo, esta situación se volvió cada vez más evidente. La radiodifusión nacional 
del Uruguay cuenta hoy con doscientos trabajadores -faltan algunos más- y cumple un servicio, como TNU, 
durante las veinticuatro horas del día, los trescientos sesenta y cinco días del año. No es una oficina pública 
que cierra a las cinco de la tarde y volvemos al otro día, a las nueve. 


Me detengo aquí en esta introducción; no quiero aburrir. Me pareció interesante en un momento recurrir a un 
informe que elevamos ya en diciembre de 2010 -cuando comenzaba este período de Gobierno-, en el que 
planteábamos algunos objetivos y preocupaciones. Muchos de estos aspectos están recogidos o vinculados 
con propuestas que están planteadas en el proyecto de ley de servicios de comunicación audiovisual. Por 
ejemplo, en 2010, planteábamos consolidar jurídica y administrativamente las transformaciones 
instrumentadas desde marzo de 2005 en las emisoras estatales -es de lo que yo les hablaba: cometidos; 
organigrama; crear nueva institucionalidad-, es decir, la aprobación formal y legal de una reestructura que 
reconozca el nuevo organigrama, sus necesidades de funcionamiento e, incluso, sus cometidos, que no están 
expresados legalmente aún, pero están contenidos en este proyecto de ley, lo cual es un avance. 


En 2010 nos preocupaba establecer un nuevo marco para la ejecución de los recursos asignados, dotando a 
las emisoras estatales de un sistema más ágil y eficiente, acorde a su esencia de medio de comunicación. 
Como yo les decía, este es un servicio público estatal que se brinda las veinticuatro horas del día, los 
trescientos sesenta y cinco días del año, en competencia con medios privados y que no puede regirse por los 
ritmos y las disposiciones habituales de la Administración pública tradicional y como un área dentro de una 
unidad ejecutora. Esta transformación debería contemplar también una nueva escala de remuneraciones, pero 
ese es otro detalle. 


Esto lo decíamos en 2010. Hoy estamos abiertos a cualquier figura -es importante que los legisladores lo 
tengan en cuenta, ya que se habló de persona pública no estatal e iba a venir una propuesta del Ministerio de 
Educación y Cultura para crear un servicio descentralizado- que implique siempre dotar de mayor autonomía, 
eficacia y eficiencia a los medios estatales. Todo avance en la materia será bienvenido. 


Recuerdo que un avance en este sentido ya ha sido plasmado -como mencionaba Pablo Álvarez- en un 
artículo de la pasada Rendición de Cuentas, que convierte a Televisión Nacional, Radiodifusión Nacional e 
ICAU en una unidad ejecutora. Todavía lo estamos reglamentando, pero logramos nuestro objetivo; es decir, 
se dio un paso adelante en esto que planteábamos en marzo de 2005. Veremos qué forma definitiva tomará 
con el proyecto de ley. 


También hablábamos en 2010 de conseguir un nuevo tipo de contrato, a término, sin derecho a 
presupuestación, que contemple la realidad del mercado periodístico y artístico, con cláusulas similares a la 
del derecho privado, que permitan la contratación y captación de profesionales en forma competitiva por 
parte del Estado, cosa que no podíamos hacer. En este sentido, hemos avanzado, se ha cumplido, y tanto 
TNU como Radiodifusión Nacional podemos realizar hoy contratos laborales bajo derecho privado. Si mal 
no recuerdo, está establecido en un decreto de la Presidencia de 29 de marzo de 2012. 


Hemos establecido acuerdos de cooperación con UTE y Antel; nos han ayudado en la construcción de 
repetidoras. No hemos podido integrarnos formalmente a las comisiones para el diseño de la comunicación 
vía satélite. Seguramente nos vamos a integrar junto con TNU. Estamos enterados, estamos en contacto, pero 
no estamos integrados. 


Hay un punto que parece menor pero tal vez se puede incluir en el proyecto de ley que, seguramente, tiene 
que ver con el Tocaf. Es necesario aprobar alguna forma jurídica, mecanismos y disposiciones, que permita la 
adquisición de materiales que, por ejemplo, hoy se pueden conseguir por internet a muy bajo costo y, en 
principio, no estamos autorizados a hacerlo. Como radio podríamos adquirir colecciones enormes que salgan 
en internet, tenerlas en veinticuatro horas aquí y a precios muy bajos, pero no está instrumentado. 


Tampoco lo está el teletrabajo, en una sociedad que vamos avanzando en tecnología, en informática. Por 
ejemplo, para tener las páginas web tuve que crear una oficina con cinco computadoras, contratar a cinco 
personas -faltan más-, que tienen que ir, marcar tarjeta, cuando podrían realizar la tarea desde la casa, porque 
esencialmente es escuchar la radio y levantar las notas que se emiten. Nos podríamos comunicar por celular o 
computadora y esa oficina no tendría que existir necesariamente. 


En lo técnico y operativo, debemos continuar con el plan de instalación de repetidoras en cada departamento 
del país. Hoy disponemos de repetidoras en Colonia, Maldonado, Rocha, Chuy, Melo, Rivera, Artigas, Bella 
Unión, Salto, Paysandú y Mercedes, dotadas todas de nuevos trasmisoras de FM. En los próximos meses se 
van a instalar las repetidoras de Fray Bentos, que va a ser un hecho histórico, porque por primera vez las 
radios del Estado van a tener repetidoras en todas las fronteras del país. Se cierra todo el círculo del país. 
Luego iremos a Durazno, Tacuarembó, Treinta y Tres y Minas. Un legislador me consultaba cuándo iremos a 
Treinta y Tres; le puedo contestar que será a más tardar el año que viene. 


Ya hemos adquirido los nuevos transmisores y, de acuerdo con el cronograma planteado, a más tardar en 
2015 quedará cerrada la etapa de la red de repetidoras de radios nacionales. Hay otros detalles, pero los voy a 
saltear. 


Quiero reiterar que el solo hecho de que este tema se ponga sobre la mesa para discutirlo democráticamente, 
a fin de mejorarlo -ya es un asunto fundamental en el siglo XXI, y fue olvidado durante décadas; hoy el país 
está pretendiendo ponerse a tono- es un avance. 


En lo que respecta a los medios públicos estatales, reitero, toda forma que contribuya a la autonomía técnica, 
operativa, administrativa y de gestión contribuirá a la eficiencia y eficacia de sus cometidos. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Intentamos dar a la Comisión una visión de 
conjunto: por un lado, un resumen de lo que es el desarrollo cultural, el impacto económico y la 
proyección que tendría sostenerlo y, por otro, una mirada al estado actual del desarrollo de los medios 
públicos, considerando el capítulo de la ley que refiere a ellos 


En lo que tiene que ver con el desarrollo cultural que constatamos en el país, producto de iniciativas públicas, 
nacionales, departamentales y también de la propia sociedad, la preocupación central que tenemos en este 
momento es cómo sostenerlo y aumentarlo. Claramente, hay políticas públicas y apoyos a nivel público a 
seguir instrumentando. El proyecto de ley apunta en esa dirección. Al mismo tiempo, es importante estimular 
y fortalecer la participación de la propia sociedad. En ese sentido, destacamos la importancia de la llamada 
"Ley de Mecenazgo", el fondo de incentivo cultural, que está llegando a una ejecución de 80% del tope 
fiscal. En el primer semestre de este año llegamos a una ejecución de veinte millones por ese mecanismo, lo 
cual muestra una respuesta de la sociedad importante. 


Pero hay un capítulo sobre el que entendemos que debemos profundizar, y es la apertura de la producción 
cultural uruguaya al exterior. Al respecto, venimos trabajando en forma firme -a través de distintos 
instrumentos- en una actividad llamada "Mercado de las artes", en la cual participan gestores y promotores 
culturales del exterior, que está teniendo mucho impacto. También hay otras herramientas, que no viene al 
caso detallar en este momento 


Entendemos que la apertura de la producción cultural al exterior es un elemento estratégico para nuestro país, 
vinculado con la promoción de contenidos nacionales y con los artículos que van del 51 al 54 del proyecto 
que ley, que refieren a la televisión, radio y, el último, a la creación de un fondo. 


En cuanto a la última parte del proyecto de ley, que refiere a los medios públicos, entendimos que debíamos 
presentar una mirada a la Comisión sobre lo que ha sido el desarrollo en el último período, la producción de 
contenidos nacionales y la calidad, el aumento que se está verificando en los niveles de audiencia y la 
importancia de asegurar una cobertura nacional, que quedó bien ilustrado por las palabras del Director de las 
radios. La misma preocupación la tiene la televisión nacional. 


Creemos que la creación de este fondo de estímulo puede significar para la producción nacional un apoyo 
importante en este marco de desarrollo cultural y sostenibilidad de la propuesta. 


Como ustedes saben, la producción de ficción nacional es mínima. La televisión nacional y algunos canales 
privados han hecho esfuerzos puntuales destacables, pero sigue siendo realmente mínima en relación a la 
transmisión de productos de ficción del exterior. En ese sentido, Uruguay viene muy atrasado con respecto a 
la región. Las cifras son poco alentadoras. 


Para darles una idea de lo que puede significar el fondo a crear -ustedes lo han cifrado-, un telefilm puede 
llegar a tener como apoyo $ 1:300.000; proyectar una serie requiere $ 3:000.000, por lo menos. Las 
producciones de ficción de un canal privado mostraban que un capítulo de una media hora, más o menos, 
costaba US$ 65.000. Digo esto para darles una idea de lo que implicaría alentar la producción nacional con el 
Fondo que, tal como se lo estima, puede estar en US$ 2:000.000 o US$ 3:000.000, los que serían gestionados 
por esa nueva estructura a crear, que el proyecto de ley propone que esté en el marco del Ministerio de 
Industria, Energía y Minería. 


Desde nuestro Ministerio queríamos presentar a la Comisión la diversidad de responsabilidades en el área 
que tiene que ver con este proyecto de ley. 


Quedamos a disposición para profundizar en cualquiera de los aspectos mencionados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La verdad es que ha sido un informe muy completo vinculado, no solo con el 
proyecto de ley, sino también con lo que vienen haciendo en cada una de las unidades ejecutoras. 


La Directora Martínez hacía referencia a un concepto que comparto, pero que no se menciona en el proyecto 
de ley, y es que entre las condicionantes que existen en la televisión hay algunos elementos característicos: la 
información y el entretenimiento. La palabra "entretenimiento" no figura en todo el proyecto de ley, el cual es 
bastante profuso, es casi un código en materia de servicios de comunicación audiovisual. 


El proyecto de ley tiene el objetivo de montar monopolios u oligopolios. Quisiera que se hiciera referencia a 
ello. 


En el Título VII se establecen algunos monopolios -monopolio que otorga Antel-, pero en el sector público, 
lo que, obviamente, impide a los cableoperadores utilizar la red de cableado para transmisión de datos. En el 
artículo 81 establece: "El Sistema Nacional de Radio y Televisión Público (SNRTVP), y la Administración 
Nacional de Telecomunicaciones (ANTEL), individual o conjuntamente si así lo acuerdan, serán los únicos 
habilitados a brindar acceso a infraestructura de transmisión de radiodifusión a titulares de servicios de 
radiodifusión [...]". Esto genera también, en los hechos, un monopolio en la transmisión. Quiero conocer su 
opinión al respecto. 


El Director Álvarez, ex colega nuestro en la Cámara, hizo referencia a una nueva redacción que se dará a la 
institucionalidad prevista para el tema del servicio nacional de radio y televisión pública; hoy está previsto 
como una persona pública no estatal -hemos visto algunos reclamos vinculados a este tema; algo se anunció 
por parte del Ministerio de Industria, Energía y Minería y ahora lo anuncian ustedes en cuanto a una nueva 
institucionalidad-, pero pasaría a ser un servicio descentralizado que contaría con tres Directores. 
Obviamente, vamos a esperar la redacción al respecto, pero la pregunta tiene que ver con si esto se superpone 
o no con otras competencias de la institucionalidad vinculada al Ministerio, de la cual dependen algunos de 
los organismos que están presentes hoy acá. Quisiera una opinión sobre cómo compatibilizarlo y si está 
prevista la transición de competencias o, por lo menos, la desafectación de algunas de ellas. Me estoy 
refiriendo al Sodre, entre otros. 


Quiero aclarar que esto es solo un comentario. 


SEÑORA MARTÍNEZ.- Podríamos no solo agregar sino definir, en términos televisivos, no filosóficos, 
qué es el entretenimiento, porque admite muchos formatos, como la ficción y el dibujito animado, lo 
que tampoco excluye un fin educativo. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- El tema entretenimiento da para una discusión 
filosófica profunda. A veces se usa como sinónimo de cómo se emplea el tiempo libre, se habla de ocio, y 
se discute cuál es la vinculación de ocio y entretenimiento con la cultura. Compartimos el concepto más 
amplio, el de incorporar el disfrute cultural y la producción cultural al conjunto de actividades 


creativas que llevan a momentos de placer, y también a aprovechar el tiempo libre. Creo que todo eso 
entra en la acepción de la palabra "cultura". 


El artículo 81 refiere exclusivamente a la responsabilidad del Estado en contar con el vehículo de la 
comunicación. Luego pediré al señor Álvarez que profundice en la reflexión y cuente cómo se prevé el 
desarrollo de la propuesta que llegará en breve, en cuanto a la nueva institucionalidad de los medios públicos. 
Yo me voy a referir a cómo afecta que del Sodre salgan las radios del Sodre, que creo que es la última 
pregunta que hizo el Presidente 


Este tema ya había sido presentado y laudado en la última Rendición de Cuentas, que creó una unidad 
ejecutora en la que confluyen los medios públicos con el ICAÚ. Esa unidad está en proceso de puesta en 
marcha, por lo cual la propuesta de creación de un servicio descentralizado va a encontrar en esta unidad el 
antecedente que le permitirá instalarse y actuar rápidamente 


¿Cómo afecta esto al Sodre? El Sodre es una institución que nace a partir de la propuesta radial; luego fue 
desarrollando otras iniciativas y termina siendo una gran institución que cuenta con cuerpos estables, que 
organiza espectáculos y que tiene, además, los medios públicos: radio y televisión. Hace pocos años era una 
institución de una gran complejidad, en la cual la parte de espectáculos y el desarrollo de actividades, a través 
de los elencos estables, desde 1971 hasta hace pocos años, se vio afectada y reducida por lo que significó la 
pérdida del gran espacio cultural, que era el Estudio Auditorio, del cual dependía buena parte de estas 
actividades. 


Quiero decir también que el Sodre agregará otras responsabilidades con las escuelas de danza y de arte lírico, 
creada hace pocos años. De acuerdo con el desarrollo de la capacidad del Sodre de producción de 
espectáculos y las responsabilidades nuevas en cuanto a potenciar el trabajo de elencos estables y las 
responsabilidades de producción en las áreas que son competencia del Sodre, más la potenciación de las 
escuelas, se entiende que es importante fortalecer esa institución y liberarla de otras tareas que, a su vez, 
serán fortalecidas por la propia interacción de los medios entre sí: las radios y la televisión. 


La pregunta que puede surgir en relación con la nueva institución Sodre es cómo comunicar las propias 
producciones del instituto. Para ello se requerirá una fuerte interacción del Sodre, tanto con las radios como 
con la televisión, es decir, con el nuevo servicio de comunicación audiovisual nacional. Creo que eso tiende a 
fortalecer la nueva institución Sodre, que se va consolidando. 


Para dar una idea del desarrollo reciente, cabe señalar que el Sodre ha tenido, en el último año, unos 
doscientos cincuenta mil espectadores y espera llegar, entre este año y el que viene, a trescientos cuarenta 
mil. Es decir que un uruguayo de cada diez, en promedio, asiste a los espectáculos. Solo el ballet, desde que 
inició sus actividades, ha tenido unos doscientos cincuenta mil espectadores. Eso se ha logrado en tres años 
de actividad, lo que da un promedio similar al de cuánta gente ve una película nacional en una sala. Creo que 
esas cifras son importantes y muestran un cambio en la institución, en la gestión y en los compromisos con la 
sociedad. 


Otro aspecto que hay que destacar es la responsabilidad que ha reasumido el instituto en lo que tiene que ver 
con la presencia en todo el territorio nacional. Sé que, como institución, tiene compromisos y desafíos de la 

mayor importancia, por lo que parece razonable que se concentre en estas tareas y que se debe fortalecer los 
medios públicos en una estructura separada. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- Creo que el señor Ministro ya ha dado respuestas a este tema del artículo 81. 


Simplemente, teniendo en cuenta este artículo, cabe decir que a quien tiene capacidad propia, no se impide la 
transmisión desde su servicio. Allí se refiere a los que no tengan la posibilidad o definición de hacerlo. Es 
decir que no se establece un monopolio en sí sino, en última instancia, que corresponderá a las instituciones 
del Estado trasmitir a aquellos que no tengan esa chance. Creo que esto se podrá discutir mucho más desde el 
punto de vista tecnológico que operativo, pero tiene que ver también con las facilidades de una estructura ya 
instalada y la capacidad que tiene hoy, fundamentalmente, Antel y, sin duda, TNU así como las radios para 
desarrollar la transmisión. Además, es una responsabilidad pública que aquí se establece en la ley. 


He leído, creo, todas las versiones taquigráficas de esta Comisión. Buena parte de la discusión tiene que ver 
con el papel estratégico de la comunicación de un país y asegurarlo. Creo que el servicio público, en tanto 
tiene un compromiso y no corre riesgo porque existan operadores en régimen de competencia, asegura la 
existencia de otros servicios a través de su propia estructura. 


En cuanto a la persona pública no estatal, en el marco del proyecto que estamos trabajando con el Ministerio 
de Industria, Energía y Minería, el señor Ministro dijo que hoy las radios legalmente ya están fuera del Sodre; 
lo seguirán estando en tanto no esté terminado el decreto respectivo. 


Nosotros creemos que efectivamente existe una evolución en materia de servicios de comunicación y 
entendemos que la radio y la televisión se parecen más entre sí que a las otras responsabilidades que el 
Ministro señalaba que el Sodre sigue realizando. Por lo tanto, si bien la naturaleza del Sodre se vio alterada 
en la Rendición de Cuentas pasada, no afecta la responsabilidades que el Ministerio tiene en materia de 
servicios de telecomunicación público. Evidentemente, el traspaso a un servicio descentralizado, quita esa 
responsabilidad de forma directa del Ministerio pasándola al nuevo servicio descentralizado, el que 
eventualmente seguirá comunicándose con el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Educación y 
Cultura. 


SEÑOR BATTISTONI.- Agradecemos la presencia de la delegación. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Carballo) 


Creemos que es bienvenida la propuesta en cuanto a la institucionalidad del servicio nacional de radio y 
televisión público. Tal como lo veníamos hablando con los compañeros de la Comisión, se veía venir que era 
necesario modificar esta situación. Creo que está muy bien que sea presentarlo como un servicio 
descentralizado. Además de optimizar los recursos, es importante que logre optimizar la gestión de esos 
recursos que el Estado brinda a este servicio nacional de radio y televisión. 


De todas maneras, hay cosas que quedan pendientes. 


En cuanto a la radio, es evidente que hay voluntad en todo el proyecto de ley de que las radios tenga un tanto 
por ciento de producción nacional. Me pregunto qué hacemos en el caso, por ejemplo, de radio clásica del 
Sodre. Tengo un dilema: estoy a favor de la promoción de la producción nacional pero, a su vez, estoy de 
acuerdo con el acercamiento de producciones netamente extranjeras, porque eso hace al derecho a la cultura. 


Por otra parte, en el artículo 54 se crea el Fondo de Promoción Audiovisual. Me parece que eso es algo 
sumamente importante. Por otra parte, eso entra en un escenario en el que hay varios intentos de promoción 
audiovisual oficial, que va desde la Intendencia hasta el Ministerio. La pregunta sería cómo se armonizaría 
este fondo de promoción del audiovisual. En la Rendición de Cuentas del año pasado, parte de los fondos 
recaudados se destinaban a la ANEP. Me refiero al artículo 142 de la Ley N* 18.996, ley de Rendición de 
Cuentas. Si no recuerdo mal eso es así; de todas maneras, lo podríamos revisar. Entiendo que todo lo 
recaudado debería volcarse a la promoción del audiovisual. Estoy adelantando una posición que no he 
discutido con la Comisión. Entiendo que los recursos que puedan volcarse a la ANEP no resultarán de mucha 
relevancia para ese organismo, pero sí para la promoción del audiovisual. Tenemos historias en el sentido de 
que con poco se ha hecho mucho o muchísimo. 


Algunas delegaciones nos advirtieron sobre desmedidas voluntades altruistas, como por ejemplo direccionar 
el Fondo de Promoción Audiovisual a la TV Educativa, teniendo en cuenta que puede ser una cuestión 
relativamente vaga. Además, hay experiencia mundial en el sentido de que la TV Educativa como tal no ha 
sido muy exitosa. Inclusive, se dice que ha sido más bien a través de la ficción, inclusive, ociosa, que se ha 
producido una educación mucho más fuerte. Lo pregunto porque ustedes son los entendidos en la materia y 
podrían sacarnos las veleidades de hacer cosas que después no resulten como queremos. 


Por otra parte, el artículo 42 ha sido un poco maltratado. Yo estoy de acuerdo con esto tal como está escrito, 
pero me interesaría saber lo siguiente. El Título V es "Diversidad y Pluralismo". O sea que trata el tema de 
los monopolios y oligopolios bajo el paraguas de diversidad y pluralismo. Allí se establece: "Los monopolios 
u oligopolios en la propiedad y control de los servicios de comunicación audiovisual conspiran contra la 
democracia al restringir la pluralidad y diversidad que asegura el pleno ejercicio del derecho a la información 


de las personas. Es deber del Estado instrumentar medidas adecuadas para impedir o limitar la formación de 
monopolios y oligopolios privados, así como establecer mecanismos para su control". Algunas delegaciones 
preguntaban por qué se hablaba de privados y no públicos. Creo que es un error conceptual porque, como 
dijo Álvarez, las misiones son totalmente diferentes. Por lo tanto, me gustaría conocer su opinión porque a 
veces los planteos parecen de lo más razonables, pero se olvidan de que se está regulando sobre cosas 
distintas, como son el sector público y el privado. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Delgado) 


Por último, me voy a referir al teletrabajo. Sé que no corresponde plantear el tema en el marco de este 
proyecto de ley. De cualquier manera, el teletrabajo tiene una gran importancia en el Uruguay, sobre todo, 
porque da trabajo en áreas que es difícil ofrecer empleo de calidad, como es el interior del país, que es donde 
más ha crecido esta modalidad. 


También deberíamos tener en cuenta el teletrabajo hacia el sector público. 


Sé que no es del caso, pero creo que vale la pena la advertencia sobre esta modalidad de trabajo, adecuada a 
las tecnologías disponibles en este momento. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- La pregunta sobre radio clásica es bien 
interesante. 


El artículo 52 señala que se entiende por producción nacional a autores, compositores o intérpretes nacionales 
y se habla de un 30%. Quiere decir que la radio clásica va a tener que trabajar bastante para llegar a ese 
porcentaje. Hay una serie de programas de radio clásica; creo que no es solo emitir música de compositores 
sino que también está incluida la producción de la propuesta, que debe ser considerada nacional. Es un 
desafío interesante. 


Entiendo que si hablamos de autores, compositores e intérpretes nacionales llegamos bien a ese 30%, pero 
además están los programas de análisis, divulgación, presentación y comentarios. 


SEÑOR SACOMANI.- En el primer inciso del artículo 52 se habla de ese porcentaje del 30%. En el 
segundo inciso que dice: "En el caso de radios temáticas musicales de perfil claramente definido" -en 
nuestro caso, serían Radio Clásica y Babel FM- ", se deberá instrumentar un programa o programas o 
selecciones musicales diarios, que cubran dos horas de emisión como mínimo, destinados a la difusión 
de producciones de músicos nacionales que encuadren dentro del perfil establecido por la emisora 
[...]"". O sea que el 30% no es para radios temáticas, pero sí se establece un mínimo de dos horas de 
músicos nacionales dentro del perfil establecido por la emisora. 


Lo que yo sacaría es la parte en la que se establece horarios, sin perjuicio de la repetición en otros horarios. 
En el caso de Radio Clásica, creo que es notorio que no tenemos un acervo nacional y una producción que 
pueda ocupar diariamente ese 30%, sin incurrir en el aburrimiento, sin reiterar todos los días lo mismo. Sin 
embargo, hay producción nacional -y esperamos que haya más- y siempre está presente. Además, de hecho, 
debería computarse la transmisión en directo que hacemos de todos los conciertos de la Ossodre y de todas 
las actividades del Sodre, que vamos a seguir llevando adelante, aunque estemos fuera de ese servicio. En 
definitiva, es un vínculo natural que también debería computarse. 


En el caso de Babel FM, se ponen músicos nacionales, pero obviamente tampoco llegamos a la producción 
del mundo, que es un poco la base de Babel FM. 


SEÑOR BATTISTONI.- Si mal no recuerdo, en su presentación la Asociación Uruguaya de Músicos 
llegaba a una situación bastante más extrema: no era solo el intérprete sino, además, el compositor. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Creo que esa pregunta ha quedado contestada. 


En lo que tiene que ver con el Fondo de Promoción del Sector de Comunicación Audiovisual, el proyecto de 
ley propone que esté bajo la dirección del Ministerio de Industria, Energía y Minería. Por lo tanto, claramente 


debe haber una muy fuerte interacción entre ambos Ministerios y con las distintas unidades que puedan 
ejecutar componentes de dicho fondo, muy particularmente, estamos pensando en el vínculo con el ICAÚ. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- Desde que se creó el ICAU se ha hecho la articulación de fondos; eso ha sido 
bien importante. Inclusive, se ha llegado hasta la calendarización de los fondos. 


Nosotros no estamos de espaldas, sino todo lo contrario. Inclusive, funcionamos articuladamente con las 
fechas del FONA, de Ibermedia, de Montevideo Socio Audiovisual; a veces compartimos jurados, por 
ejemplo, con esta última institución. En la misma lógica, dentro de nuestro fondo de fomento estamos 
trabajando con el Ministerio de Industria, Energía y Minería en el apoyo que está implementado para 
televisión. Por lo tanto, no de manera natural, sino artificialmente, hemos ido construyendo esa lógica de 
articulación. 


El diseño de la implementación de este fondo y dónde va a accionar dependerá mucho de ese trabajo con el 
Ministerio de Industria, Energía y Minería. Hoy por hoy esto ya está articulado, y entiendo que lo que se 
agrega al sistema de fondos, permite una lógica integral del sector audiovisual. 


SEÑOR BATTISTONI.- Me parece muy bien que haya una articulación y un cronograma de 
aplicación de los fondos. No somos un país tan grande como para que podamos tener árbitros de los 
diferentes fondos y los debamos compartir. De todas maneras, este puede llegar a ser el fondo más 
grande de que se disponga, y me parece que en la reglamentación de la ley, de alguna forma debería 
quedar una articulación un poco más concreta y no dejarla librado a la voluntad que pueda surgir ante 
cada situación. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- Totalmente de acuerdo: en el proyecto de ley apenas está esbozada la creación 
de ese fondo. Creo que el trabajo intenso va a estar en la reglamentación, precisamente, en dar 
indicaciones como nos pasó con el Fondo de Fomento Cinematográfico, creado en la ley de cine, que se 
empezó a bajar en su implementación hasta que se estableció un plan anual de fomento, a través del 
cual se diseña cómo se va a aplicar. 


Hoy por hoy tratamos de abarcar toda la cadena productiva; posiblemente, este fondo pueda tener esa lógica 
o actuar más en lo que es producción, con complementación en formación. O sea que el diseño se va 
definiendo anualmente, más allá de líneas generales que se pueden establecer en la reglamentación -de dónde 
va direccionado- para que vaya actuando en la realidad, que es móvil. Nosotros, por ejemplo, podríamos 
cambiar el escenario de nuestro plan de fomento, dada la realidad de la ley de Servicios de Comunicación 
Audiovisual. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Creo que la respuesta sobre este punto ha sido 
clara: la Comisión considerará si vale la pena realizar un agregado al artículo de manera de 
contemplar la preocupación señalada por el señor Diputado Battistoni. 


Con relación al artículo 42 sobre los monopolios y oligopolios, creo que el enfoque es la preocupación del 
Estado para evitar los monopolios privados. No se trata de generar monopolios del Estado, sino de asumir 
responsabilidades en el control y en las garantías de acceso a los distintos servicios. Me parece que están 
lejos de plantearse extremos como los que justificaban algunas de las preocupaciones que llegaron a la 
Comisión. 


Con relación al teletrabajo, debo decir que se trata de un tema mayor, que sin duda el país debe asumir con 
rapidez y con energía: trasciende el asunto que estamos discutiendo y debe ser objeto de un estudio particular, 
supongo que con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Asimismo, puede exigir un trabajo legislativo 
mayor. Me parece que es un punto importante en el cual nuestra legislación y nuestra organización a nivel 
público tienen que recuperar mucho tiempo perdido. 


No sé si entendí bien la referencia al fondo de la ANEP. En lo que tiene que ver con TV Educativa, me parece 
que queda claro que el fondo está destinado a apoyar productos nacionales que incluyen los aspectos 
educativos, que nos preocupan mucho. En ese sentido, desde el Ministerio estamos pensando en la necesidad 
de generar algo así como un plan nacional de educación para los medios. Los productos educativos tienen 


que convocar, asegurar cierta continuidad y cumplir con ciertos requisitos. La televisión nacional tiene 
distintos espacios que podrían ser agrupados dentro del concepto de televisión educativa. Creo que este es un 
desafío mayor. Por otra parte, los cambios tecnológicos que se están dando a nivel del medio, seguramente 
hagan que las instituciones educativas públicas asuman una creciente responsabilidad en este tema. 


En el día de hoy no podría ir más lejos en este sentido: no sé si hemos contestado a todas las preguntas del 
señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Coincidimos con respecto al tema del teletrabajo, pero ese es asunto para 
otra legislación por fuera de este proyecto de ley. 


SEÑOR CARBALLO.- En primer lugar, quisiera agradecer al señor Ministro y a la delegación que lo 
acompaña por acudir a la Comisión a incorporar un conjunto de elementos que, obviamente, van a 
venir muy bien para el desarrollo, el estudio y la discusión que vamos a tener en relación a este 
proyecto de ley. 


En segundo término, quisiera hacer algunas consultas muy puntuales, con respecto al artículo 131, que habla 
de los quince minutos de publicidad por hora y de algún tipo de publicidad encubierta. ¿De qué manera esto 
afecta a la televisión? ¿Qué opinión tienen nuestros invitados con relación a este artículo? 


Otra consulta tiene que ver con el artículo 58, que está vinculado con el 65, relativo a la manera de 
designación que, en el transcurso de todas estas semanas en que hemos venido trabajando en el tema, de una 
u otra forma, ha sido cuestionado. Quisiera saber la opinión del Ministerio sobre este tema en particular. 
Estamos hablando del Consejo Consultivo y su forma de designación. 


Finalmente, a uno se le generan algunas preocupaciones -o, mejor dicho, anhelos- con respecto a la 
producción nacional. Teniendo en cuenta el nivel de penetración que tiene la televisión pública en el país y en 
base al informe que realizan los invitados, en algún momento, ¿no sería bueno pensar en la necesidad de esa 
producción a nivel local o regional en el país? 


Esta son las dos preguntas puntuales, que refieren al artículo 131, relativo a la publicidad, y al artículo 58. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Entiendo que hay una tercer pregunta sobre 
producción local y regional. Para contestar esta interrogante, solicitaría que haga uso de la palabra la 
Directora de Televisión Nacional Uruguay. 


SEÑORA MARTÍNEZ.- Creo que la inquietud planteada es más que pertinente. 


Como televisión pública, debemos asegurar una presencia nacional que tiene un doble sentido: estar 
efectivamente en todo el país y dar posibilidad de expresión a la producción local. En este sentido, estamos 
iniciando, con cierto retraso, una experiencia en Cerro Largo. Nosotros hicimos una convocatoria de 
proyectos en noviembre del año pasado para la programación estable del canal en 2013, y en ese marco 
elegimos dos programas para Cerro Largo, que van a ser de producción local, serán llevados a cabo por 
periodistas y realizadores del departamento y se van a ver en el departamento. Quiere decir que el alcance 
tiene que ver con que va a ser una temática -y esto es lo que queremos fomentar- marcadamente local. En este 
sentido, acabamos de hacer una inversión pequeña en equipamiento -no estábamos en condiciones de hacerla 
hasta ahora-: una computadora y algunas máquinas para que se pueda salir localmente. En fin, creo que esa 
experiencia de televisión local debe generalizarse. 


También es importante saber que hay que atender esas experiencias para que estén dentro de los lineamientos 
de la televisión pública. Para nosotros esta es una experiencia piloto: de su éxito y de su sustentabilidad 


depende que podamos generalizarla a otras zonas del país. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Carballo) 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- El artículo 58, que crea el Consejo de 
Comunicación Audiovisual, está vinculado al artículo 69, que crea la Comisión Honoraria Asesora de 


Servicios de Comunicación Audiovisual, que es consultiva. En este sentido, debo decir que 
compartimos la formulación que está en el proyecto del Poder Ejecutivo. Entendemos que es una 
propuesta razonable de coordinación y de control de todo el sistema. 


Hemos leído las versiones taquigráficas de las distintas comparecencias en Comisión, y sin duda este es un 
tema que puede admitir la consideración de distintas sugerencias, manteniendo el espíritu que ha motivado la 
presente formulación. 


Con relación a lo que señalaba la Directora Martínez, en cuanto al estímulo de la producción local y regional, 
seguramente, la implementación de las propuestas de fondo, pueda inspirarse en las políticas que siga 
adelante la Dirección Nacional de Cultura, en lo que son las convocatorias a gran diversidad de proyectos 
culturales, algunas exclusivamente centradas en el interior del país y otras nacionales, donde se pueden 
presentar proyectos tanto del interior como de la capital. Seguramente, la preocupación que señala el señor 
Diputado deba ser contemplada a la hora de las convocatorias. 


Por su parte, como decía la Directora, la televisión nacional ya está implementando propuestas en esa 
dirección. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- Nos parece correcto que en los servicios de comunicación audiovisual se 
favorezca la programación y no la publicidad. Entendemos que quince minutos es siempre arbitrario, 
pero cuarenta y cinco minutos de programación por hora de emisión nos parece que corresponde y 
cada servicio hará el plan de negocios que entienda mejor. 


Este proyecto de ley habilita el marco del proceso actual de convocatoria de los nuevos servicios de 
comunicación audiovisual digital, lo que favorece una mayor pantalla para las diferentes empresas que 
quieran generar su publicidad. Por lo tanto, creemos que ese tiempo es prudente; creo que es el tiempo que 
hoy el propio canal define por hora de programación: quince minutos de publicidad, que pueden ser menos, 
dependiendo del régimen o definición de programación que se tiene. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Delgado) 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- El ICAU tiene una convocatoria centrada 
exclusivamente en el interior del país. Quisiera destacar la fuerte interacción que existe entre la 
Dirección de Cultura y las distintas unidades, en particular, el ICAU, con los directores, secretarios de 
cultura de las distintas Intendencias. El Ministerio trabaja a nivel cultural en permanente interacción 
con Intendencias y Municipios. Próximamente se estará convocando una actividad tendiente a crear un 
plan nacional de cultura, que se hará en forma coordinada con el conjunto de Gobiernos 
departamentales. 


SEÑOR BATTISTONI.- En todo el proyecto de ley, me he enfocado más en el tema del fondo de 
promoción audiovisual. Realmente, creo que es una oportunidad para promocionar algo que está 
comenzando como es el cine. He manifestado algunas dudas en cuanto a la voluntad, a lo mejor un 
poco vaga, de la promoción de la televisión educativa. Siempre que se ha hablado de hacer televisión 
educativa o contenido educativo puro o dudo, no ha funcionando muy bien. 


En el último párrafo del artículo 173 se señala: "Lo abonado por este concepto por los titulares de servicios 
de comunicación audiovisual comerciales que utilicen espectro radioeléctrico, excluyendo los satelitales, se 
aplicará a los destinos indicados por el artículo 142 de la Ley N” 18.996 de 7 de noviembre de 2012 [...]". Esa 
es la Rendición de Cuentas pasada. En ese artículo decía que un porcentaje iba para la ANEP. Creo que si 
esto es así, deberíamos derogarlo porque lo que puede captarse es que es muy poco para la ANEP. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Creo que tendría que revisar el artículo 
referido, pero creo que no tenía como objetivo el desarrollo de actividades audiovisuales sino un 
mecanismo de financiamiento. Me parece que la preocupación del Diputado es de recibo; habría que 
ver cuál fue el destino de estos recursos. Según lo que recordamos será únicamente un mecanismo de 
financiamiento para la ANEP. En ese caso, la preocupación del Diputado Battistoni, es relevante. Es un 
monto pequeño, pensamos que este fondo puede llegar a tener US$ 2:000.000 o US$ 3:000.000 en las 


etapas iniciales y un porcentaje para la ANEP que es absolutamente simbólico. En cambio, invertirlo 
en producción audiovisual puede ser muy relevante. 


Respecto a la gestión del fondo, debo señalar que una de las preocupaciones que tenemos es la gran cantidad 
de fondos en ejecución. Tal vez, en una próxima etapa deberíamos pensar en generar algo mucho más simple 
en la ejecución. 


SEÑOR ACHUGAR.- Ha sido una preocupación desde hace tiempo en el Ministerio. Tenemos una 
acumulación de fondos y cada nueva Rendición de Cuentas o ley genera otro fondo. Quizá sería bueno 
en alguna instancia racionalizar todos estos fondos. 


En este sentido, el Ministerio tiene los fondos concursables que apuntan a algunas de las actividades 
audiovisuales. Están los fondos de incentivo, que vienen creciendo y que quizá deberíamos lograr que los 
topes sean aumentados porque ya no van a ser suficientes. Además, el sector audiovisual está recibiendo 
también por fondos de incentivo. 


Tenemos los fondos de recuperación de infraestructura cultural donde se están recuperando teatros, salas de 
cine. Tenemos el Cofonte, el Fonam, y múltiples fondos de diverso orden: unos vierten en el fondo 
audiovisual y algunos en otros. Además existe el fondo de estímulo a la formación y a la creación artística, a 
través del que mandamos a tres jóvenes creadores a formarse en el exterior, y se les reconoce el trabajo de 
figuras como Walter Tournier y Mario Handler. Hay un montón de fondos, incluso con atención al interior, 
protegiéndolo de la aspiradora que es Montevideo. Todos estos fondos tienen que ser racionalizados. Estamos 
trabajando con el Ministerio de Industria, Energía y Minería en el tema de artesanías. Tenemos un fondo de 
estímulo a las artesanías y un trabajo conjunto de premiación; hay una cierta duplicación del trabajo con el 
Ministerio de Industria, Energía y Minería. 


Cuando aparece la creación para gerenciar el fondo audiovisual en el Inciso 08, en mi opinión, sería bueno 
que no quedara para la reglamentación sino que quedara la coordinación expresa con el Ministerio de 
Educación y Cultura o con el ICAU. 


Espero que en algún momento podamos encarar la racionalización de los fondos que maneja el Ministerio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos escuchado de todo; estamos en un debate bien abierto, así lo definió la 
Comisión. Además, le estamos pidiendo a cada delegación que tiene alguna sugerencia, modificación o 
aditivo, que lo envíen a la brevedad para ser considerado en el momento que empecemos a tratar la 
discusión política de la ley, artículo por artículo. 


Dado que están en un proceso de redacción de una nueva institucionalidad, diferente a la prevista en la ley 
vinculada al Servicio Nacional de Radio y Televisión Pública, con alguna propuesta del Director Achugar 
más algunas otras sugerencias que el Diputado Battistoni ha hecho, quizá puedan remitir a la Comisión 
alguna propuesta de modificación o de redacción de algunos sustitutivos o aditivos de los artículos previstos. 


Agradecemos a la delegación la completa información brindada y estamos a las órdenes para recibirlos si 
desean seguir discutiendo sobre este proyecto de ley que los involucra directamente. 


(Se retira de Sala la delegación de autoridades del Ministerio de Educación y Cultura) 


(Ingresan a Sala la delegación de la Asociación de Padres y Amigos de Sordos del Uruguay, Apasu, y la 
de Redesuy) 


Pedimos disculpas por el atraso, estamos recibiendo infinidad de delegaciones por sesión, es un tema 
complejo y amplio pero la idea es escuchar todas las voces. 


Por razones de tiempo invitamos a pasar a Sala a las dos delegaciones; la idea es que exponga cada 
organización por separado. 


Agradecemos la presencia de las delegaciones de Redesuy, integrada por la señora Camila Nogueira y, su 
Presidente, Humberto Demarco, y de la Asociación de Padres y Amigos de Sordos del Uruguay, integrada por 
las señoras Adriana Riotorto, Presidenta; Patricia Díaz, Vicepresidenta, y Omar Pereira De Souza 
acompañado por Helena Rodríguez, intérprete. 


SEÑOR DEMARCO.- Simplemente, quiero agradecer la oportunidad que nos brindan ya que, como 
bien se decía, escuchar todas las voces es fundamental en este proyecto de ley. 


SEÑORA NOGUEIRA.- La Red Especial Uruguaya para la Educación y la Tecnología Adaptativa - 
Redesuy-, es una organización sin fines de lucro de la sociedad civil, creada en el año 2000. 


Promovemos los derechos humanos de las personas con discapacidad en todo el Uruguay. 
La accesibilidad sin barreras y el diseño para todos es un derecho humano. 


También promovemos el acceso de las personas, en su diversidad, en igualdad de condiciones, al entorno 
físico, al transporte, a la salud, a la cultura, a la educación, al empleo, a los deportes, a la recreación y al 
disfrute del tiempo libre. 


Asimismo, promovemos el acceso de las personas con discapacidad a las tecnologías de la información y las 
comunicaciones. 


Desde hace tres años integramos la Coalición por una Comunicación Democrática, realizando aportes sobre 
los temas que nos afectan, en primer lugar, como personas y, luego, como una ONG que promueve los 
derechos humanos de quienes presentan alguna discapacidad. 


Nuestro país ha ratificado la Convención de la ONU sobre los derechos humanos de las personas con 
discapacidad. Por consiguiente, debe acompasar la legislación interna allí establecida. Es necesario que esta 
ley contemple lo expresado por la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad en su artículo 4”, referido a obligaciones generales. Dicho artículo dice: "1. Los Estados Partes 
se comprometen a asegurar y promover el pleno ejercicio de todos los derechos humanos y las libertades 
fundamentales de las personas con discapacidad sin discriminación alguna por motivos de discapacidad. A tal 
fin, los Estados Partes se comprometen a: a) Adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de otra 
índole que sean pertinentes para hacer efectivos los derechos reconocidos en la presente Convención;- b) 
Tomar todas las medidas pertinentes, incluidas medidas legislativas, para modificar o derogar leyes, 
reglamentos, costumbres y prácticas existentes que constituyan discriminación contra las personas con 
discapacidad;- c) Tener en cuenta, en todas las políticas y todos los programas, la protección y promoción de 
los derechos humanos de las personas con discapacidad;- d) Abstenerse de actos o prácticas que sean 
incompatibles con la presente Convención y velar por que las autoridades e instituciones públicas actúen 
conforme a lo dispuesto en ella; [...]". 


Existe un círculo vicioso: la pobreza genera discapacidad y la discapacidad genera pobreza. Por eso este 
colectivo es uno de los más vulnerables de nuestra sociedad. Para que exista un país verdaderamente 
democrático, justo e inclusivo, deben crearse productos y servicios que brinden apoyo a las personas con 
discapacidad, que cuenten con un diseño universal. Entendemos por diseño universal o diseño para todos a la 
actividad por la que se conciben o proyectan, desde su origen, y siempre que ello sea posible, entornos, 
procesos, bienes, productos, servicios, objetos, instrumentos, dispositivos o herramientas, de tal forma que 
puedan ser utilizados por todas las personas, en la mayor extensión posible. 


Resulta fundamental posibilitar el pleno acceso de las personas con discapacidad a los diferentes medios de 
comunicación, ya que en la mayoría de los casos ellas ven coartado su accionar por las barreras físicas, a los 
medios de transporte, etcétera, que existen en cada pueblo o ciudad, determinando que las únicas 
posibilidades de recibir información, educación y entretenimiento esté asociado a los medios de 
comunicación. 


También debe tenerse en cuenta que no solo se benefician las personas con discapacidad al contar con la 
necesaria accesibilidad a los medios de comunicación, sino también lo hacen los demás integrantes de su 
entorno: familia, amigos o allegados. 


Desde hace años fomentamos la accesibilidad a los medios de comunicación, realizando diferentes aportes, 
siendo incluidos algunos de ellos en el proyecto de ley de medios de comunicación audiovisual que en este 
momento está siendo tratado en este Parlamento. 


Según datos del último censo nacional, en Uruguay existe más de medio millón de personas que presentan al 
menos una discapacidad. Es necesario aprobar este proyecto para que cientos de miles de ellas y sus familias 
puedan mejorar su calidad de vida en forma significativa. 


Proporcionamos un artículo creado por nuestro Presidente, el señor Humberto Demarco, sobre la 
accesibilidad a los medios de comunicación en Uruguay, así como los artículos de la Convención 
Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad que abordan específicamente este tema y 
otros textos y audios de interés. 


Los derechos humanos de las personas con discapacidad son vulnerados a diario por diferentes razones. Los 
medios de comunicación constituyen una herramienta muy poderosa y transmiten a diario concepciones, 
creencias y valores que son asimilados por sus destinatarios. Cada palabra expresada y utilizada en forma 
repetitiva puede constituir una sentencia para las personas que reciben este mensaje. 


Esta Convención de la ONU está concebida como modelo social de la discapacidad, dejando atrás el modelo 
médico tradicional, que ve las carencias de las personas con discapacidad pero no su potencial y sus 
capacidades. Según este modelo social, las barreras no se encuentran en las personas con discapacidad, sino 
que es el entorno el que las excluye y las margina. Los medios de comunicación crean y reproducen un 
negativo modelo social sobre las personas con discapacidad, exhibiendo a los integrantes de este colectivo 
como personas incapaces, pobrecitos, enfermos, merecedores de la protección, la ayuda y la lástima. 


Casi nada se expresa sobre los derechos humanos que tienen las personas con discapacidad. De esta forma, 
los medios de comunicación siguen generando mayoritariamente una opinión pública totalmente sesgada, que 
toma como válidos esos mensajes recibidos. Esto ocurre por la deficiente formación que tienen los 
comunicadores sobre esta temática y por las políticas comunicacionales establecidas por los propietarios de 
los diferentes medios de comunicación. 


Los medios de comunicación tienen la responsabilidad social de no generar negativos prejuicios y 
preconceptos vinculados con quienes integran este colectivo social. 


Más allá de los aportes que realizaremos en general sobre el articulado del proyecto de ley de servicios de 
comunicación audiovisual, deseamos hacer estas apreciaciones. 


Con respecto a los decodificadores que se deben utilizar por parte de las personas que no posean un equipo 
de última generación, creemos que se debe dar un trato preferencial a las personas con discapacidad. Existen 
decodificadores accesibles para ser utilizados por personas que presentan distintas discapacidades y 
entendemos que los mismos pueden ser entregados en forma gratuita a quienes cuentan con muy escasos 
recursos económicos. 


Se debe tener en cuenta también la accesibilidad requerida por aquellas personas con discapacidades físicas 
que están imposibilitadas de utilizar sus miembros superiores, proporcionando aquellas adaptaciones 
tecnológicas que les permitan desenvolverse en forma independiente y disfrutar de todas las ventajas que 
conlleva la televisión digital. 


Sería muy positivo generar el involucramiento de las Facultades públicas y otros actores sociales o 
empresariales de nuestro país en el desarrollo de soluciones de accesibilidad en esta área. 


Los literales f) y g) del artículo 4 de la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad establecen que los Estados Partes deben: "f) Emprender o promover la investigación y el 
desarrollo de bienes, servicios, equipo e instalaciones de diseño universal, con arreglo a la definición del 
artículo 2 de la presente Convención, que requieran la menor adaptación posible y el menor costo para 
satisfacer las necesidades específicas de las personas con discapacidad, promover su disponibilidad y uso, y 
promover el diseño universal en la elaboración de normas y directrices;- g) Emprender o promover la 
investigación y el desarrollo, y promover la disponibilidad y el uso de nuevas tecnologías, incluidas las 
tecnologías de la información y las comunicaciones, ayudas para la movilidad, dispositivos técnicos y 


tecnologías de apoyo adecuadas para las personas con discapacidad, dando prioridad a las de precio asequible 


[..J". 


Se ha proporcionado, vía Internet, nota sobre la fabricación de decodificadores y controles remotos accesibles 
para personas con discapacidad que se están haciendo en Argentina. 


En cuanto a los aportes que haremos sobre el articulado del proyecto diremos que en el artículo 1* resulta 
fundamental que se tengan en cuenta las garantías para ejercer la libertad de expresión y la protección de las 
personas con discapacidad, y que esta ley también se aplique a servicios de comunicación que ofrezcan 
programación por redes de Internet. 


Asimismo, proponemos eliminar el literal a) del artículo 1 y mantener el b), que refiere a la regulación de las 
redes de telecomunicaciones y transporte de servicios de comunicación a través de redes. De este modo, 
cuando se transporte un servicio de comunicación con las características que establece la ley, aunque sea a 
través de Internet y no requiera licencia, se le podrá aplicar la regulación en materia de derechos que 
establecerá a ley. 


Distintos artículos de este proyecto de ley abordan los temas pluralismo, diversidad y accesibilidad. 


El artículo 6, en su literal g) promueve la no discriminación y, en el literal h), se fomenta el apoyo a la 
integración social de grupos sociales vulnerables. 


El artículo 8” establece el acceso equitativo al espectro radioeléctrico por parte de toda la sociedad. 


En el artículo 11 se asegura la inclusión social de toda la población y el ejercicio de derechos fundamentales 
reconocidos en la Constitución de la República. 


El artículo 21 precisa que toda persona tiene derecho a la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones 
e ideas. 


El artículo 24 promueve, a través de los servicios de comunicación audiovisual, los derechos culturales de 
todos los habitantes de la República. 


El artículo 27 establece que los servicios de comunicación audiovisual no podrán realizar ninguna forma de 
discriminación hacia las personas por motivos de discapacidad, impidiendo difundir percepciones 
estereotipadas, sesgadas o producto de prejuicios sociales. 


El artículo 34 trata el derecho a la accesibilidad a los servicios de comunicación, estableciendo que para las 
personas con discapacidad, para poder ejercer su derecho a la libertad de expresión y de información en 
igualdad de oportunidades con las demás personas, este derecho se les hace imprescindible. 


Según datos del último censo nacional, 250.607 personas reconocieron tener alguna dificultad permanente 
para ver y 93.123 dijeron tener alguna dificultad permanente para oír. Este proyecto prevé que los medios de 
comunicación gradualmente cuenten con formatos accesibles para las personas con discapacidades auditiva 
y/o visual. 


Hoy, en pleno siglo XXI, en Uruguay se impide el acceso a los SCA de las personas con discapacidad 
auditiva, visual y de otros colectivos vulnerables. Debe tenerse en consideración que el público que se 
favorece con formatos accesibles es mucho más amplio que el referido. Uruguay posee una muy alta tasa de 
envejecimiento y es necesario definir estrategias vinculadas con la accesibilidad universal en diferente áreas. 
Los adultos mayores, personas con bajo nivel de educación y que presentan otros tipos de discapacidades 
también se verán beneficiados. 


Queremos plantear una modificación en el literal a) del artículo 35,"Accesibilidad de personas con 
discapacidad auditiva y visual". Donde dice "[...] deberán brindar parte de su programación acompañada de 
sistemas de subtitulado, lengua de señas o audio descripción" debería decir "deberán brindar parte de su 
programación acompañada de sistemas de subtitulado oculto, lengua de señas y audiodescripción para la 
recepción por personas con discapacidades sensoriales o intelectuales, adultos mayores y otras personas que 
puedan tener dificultades para acceder a los contenidos". 


La previsión incorporada tiende a satisfacer las necesidades comunicacionales de personas con 
discapacidades auditivas que no solamente pueden ser atendidas con lenguaje de señas, ya que en programas 
con ambientación ellas resultan evidentemente insuficientes. 


En los artículos anteriores que compartimos se trata de evitar todo tipo de discriminación hacia el colectivo 
de las personas con discapacidad. Sin embargo, en este artículo, cuando se mencionan los contenidos de 
interés general como informativos, educativos, culturales y acontecimientos relevantes, se hace referencia a 
los contenidos de interés general, pero al mencionarlos no se contemplan los programas de entretenimiento. 
Las personas con discapacidad, antes que todo, son personas y, por ello, seres únicos, con variada edad, 
condición, educación, capacidad, expectativas y preferencias, que pueden ser tan diversas como las de 
cualquier otra persona. Por esto resulta imprescindible que puedan contar con formatos accesibles que les 
permitan disfrutar también de programas de entretenimiento. 


En el literal b) se indica: "El Poder Ejecutivo, asesorado por el Consejo de Comunicación Audiovisual, fijará 
la aplicación progresiva y los mínimos de calidad y cobertura exigibles para el cumplimiento de estas 
obligaciones”. 


Dentro de las funciones del Consejo de Comunicación Audiovisual debería figurar la convocatoria de las 
personas con discapacidad a través de las organizaciones que las representan, para cumplir con la vigilancia 
de la aplicación de los artículos 35 y 36, tal como establece el numeral 3 del artículo 4* de la Convención, 
que dice: "En la elaboración y aplicación de legislación y políticas para hacer efectiva la presente 
Convención, y en otros procesos de adopción de decisiones sobre cuestiones relacionadas con las personas 
con discapacidad, los Estados Partes celebrarán consultas estrechas y colaborarán activamente con las 
personas con discapacidad, incluidos los niños y las niñas con discapacidad, a través de las organizaciones 
que las representan". 


Es necesario que la reglamentación defina porcentajes como punto de partida y plazos que sean adecuados, 
observando la experiencia inicial de otros países que ya disponen de formatos accesibles de televisión digital. 
Al mismo tiempo, es imprescindible aplicar controles a los medios de comunicación para que ellos cumplan 
con lo aquí aprobado, con el objetivo de evitar que transcurra el plazo asignado y recién allí se verifique un 
posible incumplimiento de la ley. 


Los artículos 9” -"Accesibilidad"-, 21 -"Libertad de expresión y de opinión y acceso a la información"- y 30 - 
Participación en la vida cultural, las actividades recreativas, el esparcimiento y el deporte"- de la Convención 
de la ONU establecen que los Estados Parte deben tener en cuenta la accesibilidad universal. 


Voy a hacer referencia al artículo 36, "Estímulo a la accesibilidad universal". Para estimular el desarrollo de 
este sector, proponemos que las empresas u organizaciones que desarrollen contenidos accesibles puedan 
beneficiarse con la exoneración de impuestos y/o tengan preferencia a la hora de recibir el pago de publicidad 
por parte de las empresas estatales. Ligado a ello, proponemos que estas empresas deban posibilitar la 
inserción laboral de personas con discapacidad. 


Con respecto al artículo 87, creemos que es muy necesario que las campañas de bien público no sean llevadas 
a cabo en forma exclusiva por organismos públicos y personas públicas no estatales, y que incluyan a las 
organizaciones de la sociedad civil como proponentes, ya que cuentan, por lo general, con muy pocos 
recursos y pocas posibilidades de difundir la importante labor que llevan adelante en beneficio de toda la 
sociedad. 


En relación con el artículo 94, "Proyecto comunicacional", es relevante que se asuman compromisos de 
atención a las personas con discapacidades auditivas y visuales, incluyendo el porcentaje de programación 
accesible mediante subtitulado, lengua de señas y audiodescripción. 


Con respecto al artículo 140, "Defensor de la audiencia", es imprescindible que todas las iniciativas que se 
lleven adelante en cuanto a la creación de una defensoría o de un defensor de las audiencias contemplen los 
requisitos de accesibilidad universal necesarios para que las personas con distintas discapacidades puedan 
interactuar en igualdad de condiciones con las demás. Esto incluye la accesibilidad del edificio y la de todos 
los soportes tecnológicos utilizados para tal fin. Es muy importante que el o las personas que trabajen en esta 
área reciban formación sobre los derechos humanos de las personas con discapacidad en general y, en 


particular, acerca de las necesidades especiales que presenta cada tipo de discapacidad para su mejor 
relacionamiento. 


El literal 1) del artículo 4” de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad establece 
que los Estados Parte deben: "Promover la formación de los profesionales y el personal que trabajan con 
personas con discapacidad respecto de los derechos reconocidos en la presente Convención, a fin de prestar 
mejor la asistencia y los servicios garantizados por esos derechos". 


Dejamos a disposición de la Comisión el audio de la entrevista realizada a la defensora de las audiencias de 
Argentina. 


Por lo expuesto, consideramos relevante que este proyecto se apruebe a la mayor brevedad posible, para 
juntos seguir construyendo este Uruguay para todos. 


Agradecemos la oportunidad que se nos brinda de compartir nuestros aportes y quedamos a vuestra 
disposición para seguir trabajando en esta temática. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presentación de Redesuy. El documento que acaban de leer 
será repartido a todos los señores Diputados. 


Damos la palabra a algún representante de la otra delegación, la Asociación de Padres y Amigos de Sordos 
del Uruguay. 


SEÑORA RIOTORTO.- Muchas gracias por recibirnos y escuchar nuestras voces. Estoy totalmente de 
acuerdo con todo lo que se dice en el informe pormenorizado que hizo Redesuy, que es excelente. 


Tal vez, lo más difícil de entender para ustedes, que no están dentro del problema, es hasta qué punto es 
necesaria esta ley. Hace mucho tiempo que nosotros estamos presentando proyectos en este sentido, de todo 
tipo y color, inclusive en el Ministerio. Hemos hablado con todos los canales. Hace muchos, muchos años 
que estamos luchando por las personas sordas, y voy a hablar específicamente de nuestra comunidad, que es 
lo que conozco. Es una dificultad que vivimos a diario. Nosotras tenemos hijos sordos -por eso estamos en la 
Asociación- y Omar es sordo; sabe cómo es el problema porque lo vive. 


Nosotros representamos a una comunidad grande. Hay más 120.000 personas con problemas auditivos. Hay 
sordos profundos, que son los que tienen una grave dificultad, pero hablamos de un colectivo de discapacidad 
de más de 500.000 personas. Es demasiado importante como para no tenerlo en cuenta. 


Nuestra comunidad es la única que habla una lengua distinta en nuestro propio país. Los sordos son los 
únicos extranjeros en este país. Mi hija no puede ir a ningún lado si no va acompañada por un intérprete. 
Omar, si no estuviera la intérprete, no estaría entendiendo nada de lo que pasa. 


Lo peor de la situación es que el 95% de las personas sordas nacen en hogares oyentes y el 90% de los padres 
no habla la lengua de los hijos. El sistema educativo no contempló la sordera durante años y años. O sea que 
la educación de la persona sorda fue dejada de lado ancestralmente y los chicos más de treinta años ni 
siquiera tuvieron acceso al liceo. Tampoco tuvieron acceso a información en sus casas, ni a diálogos ni a las 
conversaciones que tiene cualquier padre con su hijo, pues para eso se necesita una lengua en común, y eso 
es lo que, precisamente, nosotros no tenemos con nuestros hijos sordos. No hay forma de salvar esa brecha; 
la única manera es aprendiendo la lengua, que es muy difícil y es muy difícil que la entienda la familia y, por 
supuesto, el resto de la sociedad. 


Imaginen la situación de un niño que nace en un hogar donde todo el mundo está "bla, bla, bla"; no entiende 
absolutamente nada. Tampoco se tiene atención adecuada de muy chiquitos porque se da una visión médica 
de la sordera y lo único que te dicen es: "Equipalo, ponele un audífono y mandalo a una escuela común". 
Entonces, nuestros hijos van a escuelas comunes donde tampoco entienden nada. Después les ponen que son 
agresivos, que tienen enfermedades mentales -todos tienen alguna discapacidad agregada- y no es así; lo que 
tienen es una desesperante falta de comunicación que empieza en sus casas y termina en el resto de la 
sociedad. 


No se pueden sentir integrados en ningún lado -es imposible-, ni siquiera en sus casas. Patricia y yo lo 
vivimos personalmente. Mi hija llegó a la escuela de sordos a los seis años, luego de ser echada de todos los 
colegios particulares a donde la mandaba, porque decían que era agresiva. Yo ni siquiera sabía que existía una 
escuela para sordos. La obligaba a ir adonde me decían que tenía que ir, a ponerse audífonos que tiraba 
debajo de los autos para no usarlos, y esa es la historia de los sordos. Los que tienen la suerte de vivir en 
Montevideo, tienen alguna que otra posibilidad; ¡ni hablar de lo que pasa en el interior, porque no les quiero 
contar lo que vemos cuando viajamos! 


Es muy grande la falta de información, y de eso nos sentimos culpables nosotros primero, pero somos lo que 
somos. Hace muchos años que la comunidad sorda clama por información. En nuestras casas no se la 
podemos brindar porque lo único que reciben es: bañate, comé y todo este tipo de cosas; lo básico, lo mínimo 
para poder vivir. Ni qué hablar del sistema educativo: repito que hace nada más que dieciséis años que hay 
liceo para sordos y cuando Omar iba a la escuela le ataban las manos para que no hablara en lengua de señas. 
Hasta el día de hoy no hay formación docente; después de la dictadura, nunca más se formaron. La única 
escuela que existía en Montevideo decían que era bilingúe, pero tampoco era así porque las maestras no 
sabían lengua de señas. Si así era en Montevideo, imaginen cómo sería en el interior. 


La radio para ellos no existe. Lo único que tienen es la visión, pero miren un día la televisión sin audio. ¿Qué 
pueden entender? Nada; les puedo asegurar que a los diez minutos la apagan. Los sordos no miran televisión 
porque no es accesible para ellos; nada de lo que pasa tiene interés. Llega a tal gravedad la falta de 
información que nos ha pasado como mamás tener que repartir a los chicos de la escuela cuando hay paros 
sorpresivos porque cuando en la familia son todos sordos nadie se entera de lo que pasa. Es una dificultad 
grave en el acceso a lo más imprescindible. Por eso es tan importante esto para nosotros, porque hay muchas 
personas sordas que, de repente, la única información que van a obtener será de la televisión. Hasta hoy, si no 
tienen a su lado una persona que maneje su lengua y tenga la paciencia para sentarse con ellas y explicarles 
qué se está diciendo en el informativo, no tienen idea de lo que pasa; o sea que viven dependiendo de un 
intérprete. 


Pero todos los sordos no tienen un intérprete en sus hogares; entonces, no tienen nada. Llegan al extremo de 
ni siquiera poder pensar ni razonar. Eso lo aprendimos en nuestro camino: para que una persona pueda 
razonar necesita información, que la cajita negra del cerebro se llene de información. La mayoría de los 
sordos -se los puedo asegurar- no tienen absolutamente nada en esa caja; ni siquiera pueden pensar ni 
razonar. Esa es una cuestión de responsabilidad de todos nosotros. Vivimos hablando de una sociedad 
integradora, equitativa. No puede haber ninguna sociedad inclusiva donde lo básico, que es la información y 
la educación, no esté al alcance de todos. El único puente de igualdad para las personas con discapacidad es 
la educación y la información. Es la única forma que tenemos para integrarlos realmente a la sociedad. Aquí 
está la importancia de esta ley. 


Nosotros tenemos una ley desde el año 2001 -la Ley_N* 17.379- que refiere al acceso a la información. 
Estamos esperando la reglamentación desde esa época. Nunca pasó absolutamente nada. Sobran las leyes en 
el Uruguay; no necesitamos nuevas. Necesitamos que reglamenten esto y que lo cumplan. Cuando se aprobó 
esta ley en el año 2001 pensamos que terminaba para nosotros el drama de la información, pero no fue así y 
siguen pasando las generaciones. Tengo una hija de veinte años y no quiero que le pase lo mismo que al señor 
Omar Pereyra. ¿Por qué tendría que suceder así si mi hija es intelectualmente mucho más brillante que yo? 
¿Por qué tiene que vivir la vida con la limosna de quien decide qué puede hacer con su vida, dónde estudiar, 
dónde trabajar, a qué concursos se puede presentar? ¿Por qué si es igual que yo? Solo necesita un intérprete. 
¿Saben lo que nos dicen cuando vamos a hablar de la necesidad de intérpretes en educación? Que somos una 
experiencia muy cara para el Uruguay. Ellos no tienen la culpa de nacer sordos. No pueden hablar y no 
pueden escuchar. Entonces, hagamos algo. Es nuestra responsabilidad y la de todos ustedes. Los elegimos 
para eso. Lo que necesitamos es que se cumplan las leyes que existen. ¡Ni qué hablar del artículo 35 y todo lo 
demás! 


El "closed caption" -subtitulado oculto- existe en todas partes del mundo. Es solamente apretar un botón del 
control remoto. En Argentina toda la programación está con subtítulos. Hoy de mañana vi el canal "América" 
y tiene intérprete con lengua de señas. 


SEÑORA DÍAZ.- Me quiero referir también al cine. El cine argentino tiene la obligación del 
subtitulado. El cine uruguayo no tiene intérprete ni tampoco subtítulos. Por lo tanto, las personas 


sordas no pueden acceder a él, así como tampoco a otro tipo de entretenimiento o diversión como el 
teatro y el carnaval. Entonces, nos quedamos con la limosna. 


Me gustaría que en esta oportunidad hablara el señor Pereyra, que es una persona sorda y quien vive día a día 
con esas barreras de comunicación. 


SEÑOR PEREYRA (Interpretación de lenguaje de señas).- Les voy a contar cómo ha sido mi historia 
de vida hasta ahora. 


La verdad es que me he encontrado con muchas barreras que no podemos romper. Nuestra vida no es normal; 
es muy sacrificada. Siempre están las puertas cerradas. 


Siento que todos los políticos deben respetar a nuestra comunidad sorda. Los intérpretes faltan en cada uno 
de los actos que hacen y yo quiero saber lo que hablan. Nosotros no tenemos un problema intelectual; somos 
inteligentes como cualquier persona. Esta ley está muy por debajo y todavía le faltan muchas cosas. Por 
ejemplo, si voy a un médico ¿tengo que pagar yo un intérprete? No puedo llevar a mi hija, a mi mamá o a mi 
esposa para que me acompañen, porque es una cuestión personal. 


Hay muy poca cosa prevista dentro del sistema para nosotros. Desde mi infancia tuve una vida sacrificada. 
Tengo muchas historias para relatar. Por eso no quiero que los niños sordos sean tan sacrificados y pasen las 
mismas cosas que yo. 


SEÑORA RIOTORTO.- Brevemente voy a contarles algo para que entiendan en profundidad. 


El señor Pereyra viene de Tacuarembó y su vida fue muy difícil. Como allí no había nada, su papá y su mamá 
lo trajeron en un ómnibus y, sin poder explicarle nada de lo que iban a hacer, lo bajaron un día en 
Montevideo y lo dejaron en la escuela de sordos. Hasta el cuarto día sus papás lo estaban esperando a la 
salida. El quinto día se encontró a la salida con una persona que no conocía y le dijo que se lo iba a llevar a la 
casa. Nunca habían podido explicarle que, en realidad, venían a dejarlo en un hogar a vivir para que se 
acostumbrara a la escuela, hasta que se lo pudieran llevar de vuelta a Tacuarembó en las vacaciones. Él pensó 
que lo habían abandonado porque era sordo y que nunca más lo iban a ir a buscar, hasta que vinieron en 
diciembre a buscarlo y se lo llevaron. Él creyó que se habían arrepentido. Así sucedía año tras año hasta que 
entendió que así iba a ser. ¡Esa es la incomunicación!; a ese grado llegamos. Esto pasó cuando el señor 
Pereyra era chico, pero esto sigue pasando hoy a los chicos en el interior. No tienen acceso a nada. Los chicos 
terminan la escuela a los catorce años. Solamente hay cuatro escuelas especiales en el interior. Los demás 
están en salones compartidos con personas que tienen otras discapacidades, donde no se les enseña la lengua, 
ni a ellos ni a su familia. Y cuando se termina ese sistema se terminó todo. Tienen hijos o se quedan en las 
casas y no tienen acceso ni siquiera a un trabajo. 


Tomemos conciencia de cuál es la situación real y hasta qué punto es necesario esto. Quizás para esa gente es 
la única forma de tener acceso a la mínima información. ¡Si será importante esto! El subtitulado solo no 
alcanza, y tampoco alcanza solo con la lengua de señas, porque en nuestro sistema educativo el subtitulado es 
para una persona letrada, que pueda leer muy bien. La lengua de señas es ágrafa; no tiene escritura. Entonces, 
el español para ellos es una lengua extranjera. Es muy difícil para ellos entender el español, más aún con la 
velocidad con la que pasa un subtitulado. El subtituado para sordos -el "closed caption"- en todas partes del 
mundo es un sistema adaptado para ellos, que muestra quién está hablando, hace saber cuando hay un sonido, 
por ejemplo el del mar. No se trata de cualquier subtitulado. No pasa a cualquier velocidad. Tampoco se 
arregla solamente con la lengua de señas, porque hay mucha gente en el interior que no tiene acceso. Por eso 
es tan compleja nuestra comunidad. Es muy diversa y existen muchos grados de sordera y de nivel educativo 
y de conocimiento. Por lo tanto, lo ideal serían las dos cosas, y no solamente como se establece en el 

artículo 35 para programas informativos y educativos. Tienen derecho a ver un partido de fútbol y entender 
qué está pasando, por lo menos una vez por semana. Los niños tienen derecho a tener un programa para ellos 
y poder verlo. No tienen acceso a un cuento. No saben lo que es Caperucita Roja, porque no lo pueden leer. 
Tampoco tienen un padre que se los pueda contar. Yo nunca pude contarle un cuento a mi hija, y eso que 
tengo cierto nivel educativo y acceso a la lengua. Hoy se lo puedo contar, pero no pude hacerlo cuando era 
niña. Piensen en los límites. Póngase lo más que puedan en sus cabezas, las de las personas sordas. Como 
dice mi hija: "Nunca van a estar dentro mío para saber lo que es vivir con una barrera constante de lengua, 


porque no puedo ir ni a un almacén, porque no me entienden ni se hacen entender". Piensen en esas barreras, 
en la importancia que tiene esto y construyamos unidos. No se puede hacer este tipo de leyes sin escuchar a 
los interesados, sin escuchar a los Humberto, sin escuchar a los Omar. Ellos tienen que pedir qué es lo que se 
necesita. Ellos son los que pueden ayudarlos a identificar las barreras para hacer de esto realmente una ley, 
pero no como esta. Estoy harta de ver papeles que dicen que está todo bárbaro y salir y aplaudir 
emocionados. El día que se sancionó esta ley en el Palacio llorábamos todos abrazados. No puedo explicar lo 
que fue la emoción para la comunidad pensar que teníamos una ley que reconocía la lengua de señas como la 
segunda lengua del Uruguay y los derechos de las personas sordas. ¿Y? ¡Estamos en 2013! Eso fue en 2001. 
Todo eso se está pagando con el tiempo, y no queremos que con este proyecto de ley de radiodifusión pase lo 
mismo que sucedió con la ley de discapacidad. Queremos que sea efectiva realmente para las comunidades 
que más la necesitan, que son la ciega y la sorda y la que padece discapacidad en general, que realmente sea 
contemplativa para estas comunidades, que son las más olvidadas y las más vulnerables. 


Gracias por escucharnos. 


SEÑOR BATTISTONIL.- Gracias a las comunidades que se han presentado por el entusiasmo y la 
firmeza con que plantean el pedido, casi un grito de ayuda, al resto de los uruguayos, para la gente que 
no lo ve. Como decía su hija: "Nadie está en mi cabeza". Realmente fue muy emotivo. Por lo menos a 
mí me llegó muy fuerte su exposición. 


En este momento, estamos en una etapa crucial, sobre todo al entrar en una era digital -eso no quiere decir, 
simplemente, una veleidad de una moda- -, porque nos permite manejar tecnología que se adapte a las 
necesidades. 


Esperemos que los detalles de las dificultades que han explicado aquí puedan ser tenidos en cuenta en la 
reglamentación de la ley de manera que los servicios de comunicación audiovisual del futuro puedan tener 
todos los aditamentos necesarios para que lleguen a todo el universo de discapacitados. 


Agradezco la presentación tan fervorosa que han hecho. 


SEÑOR CARBALLO.- En la misma dirección que el Diputado Battistoni, quiero agradecer el aporte 
que están haciendo a esta Comisión, a los efectos de profundizar en el estudio de este proyecto de ley, 
en cual existe un capítulo destinado, pura y exclusivamente, a la discapacidad. 


Quienes venimos del interior conocemos bastante esas dificultades. Tuve la oportunidad de ir a la Escuela 

N? 1 del departamento de Salto. En aquel momento, se instalaba dentro de ella, la primera escuela destinada a 
personas con problemas auditivos. Luego surgieron un par de escuelas más: la N* 126 y la N* 97 para 
personas con discapacidad. 


Recordamos también que, en algunas oportunidades, se han conformado las primeras jornadas de 
discapacidad. En esa misma Dirección, hace algunos años atrás, se obtuvo un informe. No quería dejar pasar 
esto por alto. 


En realidad, queremos reafirmar lo que hemos escuchado en el día de hoy, sobre la situación de dificultad que 
vive ese sector de la población. Pero tampoco quiero dejar de decir lo que siento cuando leo el artículo 34. Se 
hizo mención al artículo 35. 


No puedo dejar de ocultar la primera impresión que nos da el artículo 34, más allá de que después podamos 
profundizarlo dentro de la Comisión en la propia discusión, y es: ¡cómo estaremos para que en un proyecto 
de ley se tenga que decir que las personas con discapacidad tienen derecho de accesibilidad a los servicios de 
comunicación audiovisual! Creo que eso habla a las claras de cómo estamos hoy y en qué tenemos que 
avanzar. Por eso comparto plenamente la idea de que a este tipo de proyectos de ley hay que ponerle hueso, 
carne y alma para que tomen vida. 


SEÑOR TOLEDO ANTÚÑEZ.- Saludo a las delegaciones de las organizaciones que nos visitan. 


Yo también soy del interior -como el señor Diputado que me precedió en el uso de la palabra- y coincido 
plenamente con las exposiciones que han hecho las dos delegaciones, que han sido muy claras y 
conmovedoras. 


Conozco la realidad del interior -específicamente la del departamento de Treinta y Tres- y ustedes plantearon 
con absoluta claridad y precisión la montevideana y en forma tangencial mencionaron la del interior, así 
como aquellos casos en los que de alguna manera se tiene acceso a posibilidades de aprendizaje de lenguaje 
de señas. No sé cuantificarlos, pero sé que hay muchos casos en los que no se tiene ninguna posibilidad y se 
inventan sistemas personales -cada uno el suyo- para comunicarse con familiares y amigos. Es más; algunos 
dicen: "Yo sé el lenguaje del mudo", pero es el de uno en particular, porque cada uno tiene el suyo. Eso es 
así. 


Quiero contar una anécdota sin partidizarla, porque lo político no tiene nada que ver. Una vez llegué a un 
pueblito del interior -una localidad muy pequeña- en el que los niños concurrían a una escuela pública de la 
ciudad de Treinta y Tres y tenían acceso, a través de la televisión, al mensaje que trasmitía un partido político 
por lengua de señas, por lo que identificaron inmediatamente de qué se trataba. 


Por otra parte, quiero plantear algo que me parece tan o más grave que esto, y es que aquellos que en el 
interior tienen la posibilidad de hacer los cursos correspondientes y formales que existen, luego no pueden 
cursar secundaria. Si no me equivoco, hay un solo liceo en Montevideo -lo había hasta hace poco tiempo- que 
dicta cursos para este tipo de personas. Intentamos algo pero realmente fue muy difícil y fracasamos, pero 
creo que esta es una cuestión a atender y trabajar, más allá de la realidad que plantean, que es grave y 
profunda, porque esas personas también tienen derecho a continuar estudios secundarios y hoy por hoy 
quienes son del interior, salvo casos muy excepcionales, no tienen acceso a ellos. 


Tal vez se podría pensar en un hogar común para quienes son del interior, o algo por el estilo, a los efectos de 
que concurran eso niños. Esto lo planteamos en un Congreso de Intendentes pero simplemente quedó en una 
propuesta, porque estas iniciativas hay que seguirlas y pelearlas para que se concreten. 


SEÑORA RIOTORTO.- En realidad, se ha avanzado mucho y a veces como mamás sentimos casi una 
contradicción, porque por un lado agradecemos y por otro nos preguntamos por qué tenemos que 
agradecer que abran un liceo para personas sordas, si es el mínimo derecho que tienen estos 
muchachos. Pero sentimos eso porque se dio una lucha muy ardua para que abrieran un liceo en 
Montevideo. Hoy, gracias a Dios, en el interior hay cuatro departamentos en los que existen liceos para 
sordos. ¿Pero qué pasa con el resto de los chicos? Porque estamos hablando de cinco departamentos en 
todo el país; hay otros catorce que no tienen liceos. 


Por otra parte, teníamos un hogar que era fabuloso -enfrente a la escuela de sordos-, al que venían los chicos 
sordos y en el que hasta se podían quedar las mamás y los papás. Un sordo no puede venir aquí a un hogar 
como el de Treinta y Tres, porque se va a sentir horrible ya que no va entender nada de lo que pasa. En 
primer lugar, mandarlo a Montevideo es complicado porque es un caos para ellos; imagínense lo que es el 
ruido, la gente, la comunicación, etcétera. Además, estarían incomunicados dentro del hogar y sin el respaldo 
familiar ni la contención que tuvieron toda su vida. Es muy difícil ser sordo en un mundo oyente. 


Reitero que teníamos un hogar que desapareció, por el que venimos bregando, porque no es lo ideal que los 
niños se separen de sus padres, menos en edad liceal, cuando son tan chicos. Pero si no hay otra posibilidad, 
lo deben hacer. Hay muchos que están estudiando acá y otros que no lo pueden hacer porque los padres no 
tienen posibilidades. Todos los días vienen chicos de San José o Florida -son compañeros de nuestros hijos-, 
y los padres hacen sacrificios enormes porque es muy difícil dejarlos venir solos. Da mucho miedo tener un 
hijo sordo. Hemos tenido experiencias tremendas que no vamos a contar, pero la situación es muy compleja y 
para ellos es muy difícil enfrentarla, más cuando vienen del interior, ya que ni siquiera conocen la lengua de 
los otros. 


Quiero aclarar que aquí hay dos liceos: el N” 32, donde cursan primero, segundo y tercer año, y el IAVA, 
donde cursan cuarto, quinto y sexto. Lo que les pasa a los chicos del interior es que vienen sin saber mucho 
español y sin saber lengua de señas. Entonces, no se sabe dónde ubicarlos, porque tampoco pueden entender 
a un intérprete que está en la clase. Esta es una situación realmente compleja. Si tuviéramos un hogar, 


realmente sería una solución para muchos de esos chicos porque estarían entre iguales, se sentirían bien y se 
podrían ayudar, y debemos tener en cuenta que no estudian solos. 


Los números hablan: desde que comenzó la experiencia hace dieciséis años, de trescientos chicos que 
empezaron primer año de liceo, ¿saben cuántos terminaron sexto? Dieciocho. ¿Saben por qué? Porque en 
quinto y sexto que por razones económicas deben estar integrados con los oyentes, abandonan todo, ya que 
su nivel de información nunca les va a permitir ser iguales a los demás. Entonces, están compartiendo una 
clase y si los demás siguen para adelante el profesor debe continuar porque la mayoría comprendió mientras 
que ellos no entienden nada, por más que esté el intérprete. No es una cuestión de intérprete; estamos 
hablando de un desnivel de información tan grande que es imposible equipararlos. Por eso Omar Pereira dice 
que ellos siempre van a estar así con respecto a los oyentes, pero que por lo menos deben luchar para llegar a 
lo máximo por el problema que padecen. El problema de la sordera es mundial; todos los congresos hablan 
de la educación de la persona sorda, por esa grave dificultad de la lengua y de la falta de información. Por eso 
el hogar sería fundamental. Ese es otro tema por el que venimos luchando y presentando proyectos desde 
hace años. Lo que pasa es que los proyectos van quedando en el olvido, pero realmente si algo se puede hacer 
por esta comunidad, un hogar sería fundamental; sería un puente de contención y ayudaría a seguir luchando 
por la accesibilidad y la equidad. Lo decimos sinceramente. 


SEÑOR DEMARCO.- En la lectura del documento tratamos de sintetizar lo que implica esta temática 
y la sentimos en carne propia como personas ciegas que adquirimos esta discapacidad visual hace 
nueve años, luego de haber visto perfectamente, por lo que sabemos lo que es estar a los distintos lados 
del mostrador. 


Y así como una persona con discapacidad motriz puede necesitar una persona que lo empuje con su silla para 
acceder a lugares que pueden ser inaccesibles, o como contaba Adriana Riotorto, las personas sordas pueden 
requerir un intérprete de señas, a muchos no se les ocurre que las personas ciegas o con discapacidad visual 
necesitan otros elementos, lo que también pasa con los niños ciegos de nacimiento. 


Recuerdo a Ciro Alegría, que decía que "El mundo es ancho y ajeno", pero lo es todavía mucho más para las 
personas de este colectivo, de lugares pobres, y para las personas ciegas de nacimiento. Yo hoy, después de 
nueve años de estar ciego, estoy aprendiendo lo que significa, ya que si ustedes me dicen que surgió algo que 
no se parece a otro elemento que pueda asimilar a través de la comparación, para mí no va a existir; nunca 
voy a saber cómo es tal persona o determinado color si no se parece a otro que me puedan describir. Los 
niños ciegos de nacimiento ni siquiera tienen esa posibilidad. Entonces, cuando ven una programación que no 
tiene audiodescripción, pueden tener dificultades. Por ello también me parece importante señalar -quizás no 
quedó suficientemente claro- que en el proyecto de ley que está considerándose en este momento, se hace 
referencia al lenguaje de señas subtitulado o a la audiodescripción. Sin embargo, nosotros en el material que 
entregamos proponemos que se establezca "y audiodescripción", lo que implica un detalle muy importante 
porque una cosa no sustituye a la otra. 


Como mencionaba anteriormente, tenemos el caso de una amiga que con más de 50 años de edad, recién se 
enteró de cómo era el nido de un pájaro cuando un conocido bajó un nido de un árbol y se lo acercó. Yo tengo 
la fortuna de saber que existen muchos nidos distintos y que no es lo mismo un nido de un hornero que el de 
un boyero. En este caso, para las personas con discapacidad visual, el tema de la audiodescripción es 
fundamental, ya que si no uno se pierde. Muchas veces, cuando veo una serial y no tengo alguien a mi lado 
que me pueda decir, no sé quién murió, quién disparó el tiro o quién hizo determinada cosa. 


Evidentemente, uno termina amparándose en la radio, que es mucho más descriptiva, pero creemos que las 
personas con discapacidad visual tenemos el derecho humano de acceder a medios con audiodescripción, 
para que se nos vaya ampliando cada vez más el mundo y no quede circunscripto simplemente a lo que 
podamos escuchar y tratar de imaginar que en reiteradas oportunidades -quizás en la mayoría de ellas- puede 
ser algo muy distinto a lo que realmente está pasando. Tenemos los informativos, que son descriptivos y uno 
los puede seguir, pero al no tener audiodescripción nos perdemos la mayor parte de lo que ocurre. Como pasa 
en este momento, yo no sé de qué color son las paredes ni cómo es la fisonomía de cada uno de los presentes 
porque para mí son simplemente voces. 


Quería compartir esta opinión ya que creemos que esto es clave para personas con discapacidad auditiva, 
visual y también está comprobado a nivel mundial que los adultos mayores o las personas con discapacidad 


intelectual van a sacar muchos beneficios de la aprobación de este proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Evidentemente, este proyecto de ley tiene un capítulo dedicado a la 
accesibilidad, pero no es lo único que existe. Ustedes mencionaron otras leyes y hay varias que siguen 
sin reglamentarse, lo cual es un tema mucho más global que implica un compromiso no solamente de 
quienes sufren la discapacidad sino de toda la sociedad. 


Agradecemos especialmente vuestra presencia. Fue un gusto haberlos recibido y tanto Redesuy como la 
Asociación de Padres y Amigos de Sordos del Uruguay pueden hacernos llegar sus propuestas de 
modificación a esta Comisión a fin de que sean consideradas. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


